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Resumen: En Colombia, los derechos fundamentales no son únicamente los que la 

Constitución Política de 1991 establece en el Capítulo I de Titulo II y en el artículo 85, 

que establece los derechos de aplicación inmediata. Existen otros derechos fundamentales 

que no son designados por la Constitución, pero los cuales han sido reconocidos en 

convenios internacionales, por ser inherentes a la dignidad humana, en relación al artículo 

94 de la de la carta política, estos son los que señalamos como “derechos innominados”. 

El presente texto corresponde a los resultados obtenidos del análisis y revisión de las 

providencias proferidas por la Corte constitucional colombiana, a través de la cual, se han 

reconocido derechos innominados entre los años 2010 y 2020. Para ello, se abordarán tres 

ejes temáticos, el planteamiento del problema, la metodología y los correspondientes 
resultados, para finalmente, acudir a las conclusiones y así darle respuesta a la pregunta 

de investigación. 

 

 

INTRODUCCIÓN 

 

En nuestro ordenamiento jurídico en los últimos años, se ha venido tomado gran relevancia 

a la importancia del estudio, aplicación y reconocimiento que ejerce la Corte Constitucional 

colombiana desde el derecho positivo-específicamente, en relación a la cláusula de los 

derechos innominados o también mencionados por la misma, como derechos fundamentales 

innominados, estos a su vez, se encuentran consagrados en el artículo 94 de la Carta Política, 

donde enviste al juez constitucional la potestad de “reconocer aquellos derechos inherentes 

                                                             
 Artículo académico de investigación, presentado para obtener el título profesional de abogada de la 

Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano. Dirigido por el Doctor Edgar Hernán Fuentes Contreras. 
 Estudiante de Derecho de la Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano, fundadora de la Clínica Jurídica 

sobre Derechos Humanos y Derecho Constitucional, presidenta del Semillero de Investigación Æsir-JL de la 

misma Universidad, miembro del Instituto Internacional de Derechos Humanos, Capítulo Colombia. 



a la condición humana que no estén previstos en la Constitución o en los tratados 

internacionales relativos a derechos humanos”1.  

 

Asimismo, es importante mencionar que estos tienen un antecedente mucho más remoto al 

originarse en la novena enmienda constitucional de los Estados Unidos efectuada en 17912, 

la cual expresamente señala que la enunciación de los derechos contenidos en la Constitución 

no comporta la negación de otros que el pueblo retiene. Esto es, que las constituciones no 

solamente deben prever un grado de flexibilidad suficiente, posibilitado por sus cláusulas de 

reforma, sino que, además, requieren normas dúctiles de apertura que permitan la 

incorporación de los nuevos tiempos “Diritto vivente”3.  

 

Estos derechos fundamentales han sido interpretados desde distintas posturas doctrinantes, 

siendo las más frecuentes aquellas que son producto de interpretación del juez constitucional 

de los derechos ya anteriormente reconocidos en el ordenamiento jurídico y adicionalmente 

como una figura creadora del juez en aras de actualizar y/o restablecer los ya existentes. Es 

por ello, que el presente artículo pretende explorar cuales han sido los derechos innominados 

que han sido reconocidos por la Corte Constitucional en Colombia.  

 

Ahora, con el fin de desarrollar el trabajo en cuestión, se utiliza como objeto de estudio los 

fallos proferidos por la Corte Constitucional desde el año 2010 hasta el 2020, en efecto, dada 

la importancia que tienen sus pronunciamientos a la hora del reconocimiento de un derecho 

como derecho innominado y este a su vez sea tutelado. Para dicho estudio se desarrollará, 

inicialmente la presentación del problema investigativo y la correspondiente pregunta, para 

posteriormente, establecer la descripción de la metodología empleada y, previo a las 

conclusiones, exponer los resultados que arrojó la investigación.  

                                                             
1 Corte Constitucional. Sentencia T-883 de 2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
2 En algunas ocasiones, estas dos primeras vías se conjugan en la creación de derechos para la protección de las 

minorías, tal como ha sucedido con las principales mutaciones constitucionales jurisprudenciales en la 

Constitución de Estados Unidos. Algunos ejemplos son los célebres casos de la Corte Suprema de Justicia 

Brown v. Board of Education of Topeka o Miranda v. Arizona. Brown v. Board of Education of Topeka, Kansas. 

US Supreme Court, 347 US 483 (1954). Disponible en: 

http://caselaw.lp.findlaw.com/scripts/getcase.pl?court=us&vol=347&invol=483. Miranda v. Arizona. US 

Supreme Court, 384 US 436 (1966). Disponible en: http://caselaw.lp.findlaw. com/cgi-

bin/getcase.pl?court=us&vol=384&invol=436. 
3 Cfr. ZAGREBELSKY, Gustavo, El derecho dúctil, Madrid, Trotta, 2009. 



De estas providencias se realiza una descripción, en donde se puede evidenciar: cómo se ha 

abordado el tema por la Corte, cuál ha sido el contexto en el que han sido reconocidos como 

derechos innominados y cuáles han sido negados. 

 

I. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

La evolución de los derechos fundamentales ha tenido un impacto significativo en la 

protección de la dignidad humana en los últimos años en nuestro ordenamiento jurídico. La 

expresión “derechos innominados, implícitos o nuevos derechos”4, consiste en el 

reconocimiento y la tutela que se lleva a cabo en la jurisdicción, donde se estudian casos 

concretos en relación al amparo constitucional de derechos inherentes a la persona, los cuales 

no se encuentran codificados en el derecho positivo. Dicho lo anterior, se puede deducir que 

los derechos innominados son aquellos que no están positivizados, sin embargo, han sido 

reconocidos como fundamentales, en particular por las jurisdicciones constitucionales o 

convencionales a través de la interpretación sistemática de principios, valores y derechos 

reconocidos5 en las constituciones. 

 

En consecuencia, en la presente investigación se explorarán los diferentes pronunciamientos 

de la Corte Constitucional colombiana en un determinado lapso de tiempo, en los cuales 

exista una mención o pronunciamiento acerca de “derechos innominados”, esto, mediante el 

análisis de providencias que hacen alusión al mismo y, en ellas se pueda denotar que se 

reconocieron derechos fundamentales con connotación de derecho innominado. Puesto que, 

existe una evidente interconexión entre los derechos innominados y los derechos 

fundamentales por su conexidad, con los derechos de los sujetos de especial protección 

constitucional. En consecuencia, son ellos quienes, por contexto social de desigualdad y 

vulnerabilidad en el que se encuentran, generalmente están en situación de desamparo, por 

lo que, se es necesario que el juez constitucional intervenga para su reconocimiento y amparo.  

                                                             
4 AGUILAR BARRETO, Clara Paola; AGUILAR BARRETO, Andrea Johana; LÓPEZVARGAS, Samuel 

Leonardo; PÉREZ GARCÍA, Elizabeth; ORDÓÑEZ MAHECHA, Erika Nathalia. Derechos fundamentales 

innominados: evolución, concepto y aplicación, Pág. 113-131. 
5 DAL CANTO, Francesco; LABANCA CORREA DE ARAUJO, Marcelo. Justiça constitucional e tutela 

jurisdiccional dos direitos fundamentais. Belo Horizonte: Editorial Arraes. 2015., Pág. 488-ss. 



 

Con fundamento en lo anterior, el presente artículo investigativo tiene por finalidad resolver 

el siguiente planteamiento: ¿cuáles han sido los derechos innominados que ha reconocido la 

Corte Constitucional colombiana entre los años 2010 y 2020? Dicho interrogante será 

resuelto en la presente investigación, mediante los tres ejes temáticos ya reseñados 

anteriormente, los cuales, llevarán a concluir, cuales fueron las providencias en las que la 

Corte reconoce, reitera y consagra derechos innominados. 

 

II. METODOLOGÍA 

 

Con fundamento en lo anterior y, para dar respuesta a la pregunta de investigación, se optó 

por la recolección de providencias judiciales expedidas por la Corte Constitucional 

colombiana, a través del método censitario, como ha sido denominado por el profesor Édgar 

Fuentes en su libro “Materialidad de la Constitución”. Puesto que, con el mismo, permitirá 

resolver la pregunta investigativa y a su vez, realizar un estudio cualitativo que responda a 

los caracteres de sistematicidad, descripción y correlacional sobre la tesis adoptada por la 

Corte, entre los años de 2010 y 20206, en lo que respecta a los derechos innominados. Ya 

que, “sin lugar a negativas, la recolección de las posibles providencias objeto de estudio se 

presenta como un asunto de vital importancia, dado que la validez y confiabilidad, del 

método seleccionado termina siendo, quiérase o no, la validez y confiabilidad que puede 

ostentar la investigación en su totalidad”7.  

 

Asimismo, y como lo indica el autor, el método censitario permite realizar un censo, 

entendido este como: 

 

[l]a idea […] de enumerar separadamente a cada individuo con sus correspondientes características 

que también deben ser anotadas en forma separada. Lo importante es cubrir a todos los individuos 

                                                             
6 Se estable este lapso de tiempo en primera medida, dada la importancia que se ha atribuido a los derechos 

innominados en los últimos años y, por otra parte, darle continuidad a los estudios ya realizados previamente 

por distintos autores que se han interesado por este tema, es por ello, que se determinó como objeto de estudio 

la última década en que la Corte se ha pronunciado al respecto sobre dichos derechos. 
7 FUENTES-CONTRERAS, Édgar Hernán. Materialidad de la Constitución la doctrina del bloque de 

constitucionalidad en la jurisprudencia de la corte constitucional. Bogotá D.C. Editorial Ibáñez. 2010., pág. 

22. 



como sujeto de enumeración, pero ello no impide que al usar la técnica del muestreo combinada con 

la del censo, algunas preguntas específicas solo se hagan a las personas incluidas en la muestra 8. 

 

En consecuencia, permite la individualización y caracterización de las fuentes primarias de 

la investigación, en este caso, las providencias de la Corte Constitucional entre 2010 y 2020, 

que hacen mención a “derecho innominado” y “derechos innominados” para posteriormente 

hacer la respectiva unificación.  

 

Ahora bien, el método censitario tiene dos subdivisiones, los cuales son; (i) método censitario 

lato sensu o temático y (ii) método censitario stricto sensu o literal9. En el presente artículo 

se seleccionó el método lato sensu, empleando como temática “derecho innominado” y 

“derechos innominados”, la implementación de esta duplicidad de temáticas se generó en 

razón a que la Corte se ha pronunciado utilizando las dos expresiones tanto en singular, como 

en plural. 

 

                                                             
8 FUENTES-CONTRERAS, Édgar Hernán. Óp. Cít. 
9 Cfr. Cfr. FUENTES-CONTRERAS, Édgar Hernán, SUÁREZ LÓPEZ, Beatriz Eugenia y RINCÓN 

VILLEGAS, Adriana, “Facticidad y acción de tutela: presentación preliminar de un estudio empírico de la 

formulación y efectos de la acción de tutela en el marco colombiano, entre los años 1992-2011”, Civilizar, vol. 

14, n°. 27, 2014, pp. 41-64. https://doi.org/10.22518/16578953.178; SUÁREZ LOPEZ, Beatriz Eugenia y 

FUENTES-CONTRERAS, Édgar Hernán, “Derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica. Concepto y 

desarrollo en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, Prolegómenos, vol. 18, n°. 
36, 2015, pp. 65-80. https://doi.org/10.18359/dere.934; FUENTES-CONTRERAS, Édgar Hernán, “El 

reconocimiento de la personalidad jurídica en el Sistema Interamericano de derechos humanos”, Revista de la 

Facultad de Derecho de México, vol. 69, n°. 274-2, 2019, pp. 753-777. 

http://dx.doi.org/10.22201/fder.24488933e.2019.274-2.70044; FUENTES-CONTRERAS, Édgar Hernán, 

“Encontrando el precedente: investigación formativa, metodologías y resultados en el estudio de las 

percepciones jurisprudenciales internacionales”, en PRIETO-RÍOS, Enrique, ACOSTA-ALVARADO, Paola 

Andrea, RIVAS-RAMÍREZ, Daniel (edits.), Repensar la educación en derecho internacional en América 

Latina: avances y discusiones en 2019, Bogotá, D.C., Universidad del Rosario, 2020, pp. 173-200; FUENTES-

CONTRERAS, Édgar Hernán y CÁRDENAS-CONTRERAS, Luz Eliyer, “Deferencia a la soberanía nacional. 

Práctica y doctrina del margen de apreciación nacional en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos”, 

Anuario Mexicano de Derecho Internacional, n°. 21, 2021, pp. 197-231. 
http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15592; RIVAS-RAMÍREZ, Daniel y FUENTES-

CONTRERAS, Édgar Hernán, “Los migrantes irregulares en Colombia ante la crisis del Covid-19 ¿Los últimos 

en lista?”, en AAVV, Direitos humanos dos migrantes e pandemia, Curitiba, Instituto Memória Editora, 2021, 

pp. 178-197; SARMIENTO CONTRERAS, Carlos A. “Modelo social de discapacidad, bajo las perspectivas 

de la Corte Interamericana. Desarrollo jurisprudencial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2006-

2016) hacia la práctica del modelo social de discapacidad”, Revista de la Facultad de Derecho de México, vol. 

69, n°. 274-2, 2019, pp. 375-415. http://dx.doi.org/10.22201/fder.24488933e.2019.274-1.69952; FUENTES-

CONTRERAS, Édgar Hernán y RIVAS-RAMÍREZ, Daniel (Eds.), Método(s) y Derecho(s): Construcciones 

alternativas de líneas jurisprudenciales para Derechos y garantías. Bogotá, D.C., Tirant lo Blanch, 2020. 

https://doi.org/10.22518/16578953.178
https://doi.org/10.18359/dere.934
http://dx.doi.org/10.22201/fder.24488933e.2019.274-2.70044
http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15592
http://dx.doi.org/10.22201/fder.24488933e.2019.274-1.69952


En el presente artículo, inicialmente y, dando uso del método censitario lato sensu o temático, 

se dio inicio yendo al “índice temático” de la página web de la relatoría de la Corte 

Constitucional10, donde se buscó la expresión “derecho innominado”, arrojando un total de 

99 providencias. Asimismo, se buscó la expresión “derechos innominados”, donde se obtuvo 

como resultado 54 providencias. Dentro de estas dos búsquedas pudimos notar que habían 

providencias que se repetían y no se encontraban dentro de los años de estudio, por lo que, 

después de hacer la depuración se tuvo de la primera búsqueda “derecho innominado” un 

total de 71 providencias y, en la segunda búsqueda “derechos innominados” un resultado de 

37 providencias.  

 

Posteriormente, se procedió a hacer la unificación y consolidación de las dos expresiones, 

con el fin de descartar las providencias que se repetían, lo cual arrojó 99 providencias 

proferidas entre 2010 y 2020 las cuales fueron analizadas con mayor rigurosidad. Allí se 

pudo notar que varias de estas contaban con la expresión “innominado u/o innominados” 

pero no se referían expresamente a un “derecho” sino como una mención dentro del texto 

para referirse a otro término.  

 

Finalmente, quedando como resultado final 64 providencias las cuales serán objeto de estudio 

en el presente artículo. A continuación, se expondrán en la tabla 1 y 2 los resultados: 

 

Tabla 1. Aplicación del método censitario lato sensu o temático con la expresión “derecho innominado” 

en la jurisprudencia de la Corte Constitucional entre 2010 y 2020. 

 

La expresión “Derecho Innominado” en la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

colombiana entre 2010 a 2020. 

Año Autos Sentencias Total 

C SU T 

2010 0 1 0 3 4 

2011 0 0 0 0 0 

2012 0 1 0 4 5 

2013 0 1 0 6 7 

2014 1 1 1 5 8 

2015 1 2 0 4 7 

2016 1 3 1 8 13 

2017 2 1 1 10 14 

2018 1 1 2 4 8 

                                                             
10 http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/ 



2019 0 1 0 3 4 

2020 0 1 0 0 1 

TOTAL PRONUNCIAMIENTOS 71 

 

 

 
Fuente: Creación propia. 

 

 
Tabla 2. Aplicación del método censitario lato sensu o temático con la expresión “derechos 

innominados” en la jurisprudencia de la Corte Constitucional entre 2010 y 2020. 

 
La expresión “Derechos Innominados” en la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

colombiana entre 2010 a 2020. 

Año Autos Sentencias Total 

C SU T 

2010 0 0 0 0 0 

2011 0 1 0 0 1 

2012 0 2 0 0 2 

2013 0 0 0 1 1 

2014 1 1 0 1 3 

2015 0 1 0 0 1 

2016 0 1 1 2 4 

2017 3 3 0 5 11 

2018 1 1 1 1 4 

2019 0 2 1 2 5 

2020 1 1 2 1 5 

TOTAL PRONUNCIAMIENTOS 37 

 

 

 
Fuente: Creación propia. 

 

 
Tabla 3. Búsqueda y consolidación de las  expresiones “derecho innominado” y “derechos 

innominados” en el contenido de las providencias la Corte Constitucional entre 2004 y 2017. 

 

Consolidación de las expresiones “derecho innominado” y “derechos innominados” en 

la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana entre 2010 a 2020. 

Año Autos Sentencias Total 

C SU T 

2010 0 0 0 2 2 

2011 0 0 0  0 

2012 0 2 0 4 6 

2013 0 1 0 7 8 

2014 1 2 0 2 5 

2015 0 2 0 3 5 

2016 1 2 0 4 7 

2017 0 1 0 10 11 

2018 1 2 1 5 9 

Sentencias C: control de constitucionalidad. 

Sentencias SU: unificación de tutela 

Sentencias T: revisión de tutela 

Sentencias C: control de constitucionalidad. 

Sentencias SU: unificación de tutela 

Sentencias T: revisión de tutela 



2019 0 1 1 4 6 

2020 1 1 2 1 5 

TOTAL PRONUNCIAMIENTOS 64 

 

 

 
Fuente: Creación propia. 

 

 

III.  RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 

Con el fin de dar cumplimiento a la presente investigación, se realizó el análisis de las 64 

providencias finalmente seleccionadas, con la intención de poder identificar en cuales la 

Corte Constitucional colombiana reconoció “derechos innominados”. Así como lo muestra 

la tabla 4: 

Tabla 4. Tema de las providencias y determinación si en estas la Corte Constitucional colombiana ha o 

no reconocido “derechos innominados” entre los años 2010 y 2020. 

 

Sentencias C: control de constitucionalidad. 

Sentencias SU: unificación de tutela 

Sentencias T: revisión de tutela 

Tema de las providencias objeto de investigación y determinación si en estas la Corte Constitucional 

colombiana ha o no reconocido “derechos innominados” entre los años 2010 y 2020.  

No. año Radicado  Tema Reconoce Derechos 

1 2010 T-007/10 Acción de tutela por la protección de 

derechos fundamentales (Seguridad social, 

Mínimo vital, Debido proceso, Derecho a 

una vida digna). 

SI 

2 2010 T-160/10 Acción de tutela por la protección de 

derechos fundamentales (al trabajo en 

conexidad con el derecho a un salario 
mínimo, vital y móvil y, a la subsistencia en 

condiciones dignas y justas). 

SI 

3 2012 C-121/12 Tipo penal de uso de menores de edad en la 

comisión de delitos- Delito autónomo. 

NO 

4 2012 C-540/12 Prohibición de la vinculación de menores 

en actividades de inteligencia y 

contrainteligencia. 

NO 

5 2012 T-183/12 Acción de Tutela para el reconocimiento de 

derecho fundamental a la indexación de la 

primera mesada pensional. 

SI 

6 2012 T-374/12 Acción de Tutela para el reconocimiento de 

derecho fundamental a la indexación de la 

primera mesada pensional. 

SI 

7 2012 T-881/12 Acción de tutela para la protección de 

derechos fundamentales (a la vida, la 

seguridad social integral, la dignidad 
humana, el trabajo, la igualdad y el mínimo 

vital). 

SI 

8 2012 T-988/12 Acción de tutela para obtener protección 

constitucional al derecho fundamental a la 

estabilidad laboral reforzada. 

SI 



9 2013 C-253/13 Demanda de inconstitucionalidad en contra 

de la ley 70 de 1992 parcialmente 

“comunidades negras”. 

NO 

10 2013 T-160/13 Acción de tutela para la protección de 

derechos fundamentales (a la personalidad 

jurídica, filiación, acceso a la 

administración de justicia y al debido 

proceso). 

SI 

11 2013 T-381/13 Acción de amparo constitucional para la 

protección de  derechos fundamentales (a la 
filiación, dignidad humana y el debido 

proceso). 

NO 

12 2013 T-495/13 Acción de amparo constitucional para la 

protección de los derechos fundamentales 

(vida en condiciones dignas, a la vivienda 

digna y a la salud). 

NO 

13 2013 T-770/13 Acción de tutela para la protección de 

derechos fundamentales (a la vida digna, la 

igualdad, la seguridad social y el mínimo 

vital). 

SI 

14 2013 T-832/13 Acción de tutela para el reconocimiento de 

derechos fundamentales (al debido proceso, 

a la igualdad y de petición). 

SI 

15 2013 T-901/13 Acción de amparo constitucional al derecho 

fundamental a la estabilidad laboral 

reforzada y al mínimo vital.  

SI 

16 2013 T-954/13 Acción de amparo constitucional para el 
reconocimiento de derechos fundamentales 

(al debido proceso y la indexación de la 

mesada pensional). 

SI 

17 2014 C-283/14 Demanda de inconstitucionalidad a los 

artículos 1º, 2º y 3º de la Ley 1638 de 2013, 

“por medio de la cual se prohíbe el uso de 

animales silvestres, ya sean nativos o 

exóticos, en circos fijos o itinerantes”. 

NO 

18 2014 C-371/14 Acción pública de inconstitucionalidad 

contra los artículos 79, 80, 81, 82, 83 y 84 

de la ley 160 de 1994. 

NO 

19 2014 T-883/14 Acción de amparo constitucional de los 

derechos fundamentales (a la salud, 

integridad física, vida digna). 

SI 

20 2014 T-969/14 Acción de amparo constitucional para la 
protección de los derechos fundamentales 

(a la consulta previa y al ambiente sano). 

SI 

21 2014 Auto 068/14 Acción de nulidad contra la  sentencia T-

712 de 2011. Por violación a los derechos 

fundamentales (a la vida digna, a la 

igualdad, al trabajo, a la seguridad social, y 

al mínimo vital). 

NO 

22 2015 C-258/15 Demanda de inconstitucionalidad del 

numeral 5 (parcial) del artículo 386 de la 

Ley 1564 de 2012 “Por la cual se expide el 

Código General del Proceso”, por 

considerarlo contrario a los artículos 1, 2, 

13, 29, 44 y 228 de la Constitución Política. 

NO 



 

23 2015 C-613/15 Demanda de inconstitucionalidad del 
artículo 15, numeral 2 (parcial) de la ley 

986 de 2005 “Por medio de la cual se 

adoptan medidas de protección a las 

víctimas del secuestro y sus familias, y se 

dictan otras disposiciones”. 

NO 

24 2015 T-057/15 Revisión de fallo de tutela donde se negaron 

derechos fundamentales (a la vida digna, 

derecho a la salud, a que sea intentado) 

SI 

25 2015 T-124/15 Acción de amparo constitucional para la 
protección de derechos fundamentales (a la 

vida, la salud, y la seguridad social). 

SI 

26 2015 T-280/15 Revisión de tutelas; T.3847.387 (derechos 

fundamentales a la estabilidad laboral 

reforzada, la vida digna, al debido proceso, 

a la seguridad social y a la salud) y 

T.386.925 (derechos fundamentales a la 

vida, la salud y al mínimo vital) 

SI 

27 2016 C-327/16 Demanda de inconstitucionalidad  del 

artículo 90 (parcial) del Código Civil. 

NO 

28 2016 C-658/16 Demanda de inconstitucionalidad de los 

literales g (parciales) de los artículos 151B 

y 151C de la Ley 100 de 1993, adicionados, 

respectivamente, por los artículos 2 y 3 de 

la Ley 1580 de 2012, por considerar que 
desconocen el preámbulo y los artículos 1, 

2, 5, 13, 42, 46, 47, 48, 93 , 94, 365 y 366 

de la Constitución. 

NO 

29 2016 T-114/16 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (al 

debido proceso, a la seguridad social y al 

mínimo vital). 

SI 

30 2016 T-147/16 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (al 

debido proceso administrativo, al mínimo 

vital y a la seguridad social). 

NO 

31 2016 T-385/16 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (al 

mínimo vital, a la salud, a la seguridad 
social y a la vida digna). 

NO 

32 2016 T-566/16 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (al 

mínimo vital, a la seguridad social y al 

debido proceso administrativo). 

SI 

33 2016 Auto 190/16 Acción de nulidad contra la  sentencia  SU. 

696 de 2015. Por violación a los derechos 

fundamentales (la dignidad humana, a la 

igualdad, al reconocimiento a la 

personalidad jurídica, a la nacionalidad, al 

nombre y a conformar una familia y 

desconocieron la cláusula de prevalencia de 

los derechos de los niños). 

NO 



34 2017 C-344/17 Demanda de inconstitucionalidad del 

artículo 94 (parcial) de la Ley 599 de 2000, 

por la cual se expide el Código Penal. 

NO 

35 2017 T-039/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de los derechos fundamentales 

(a la seguridad social y al mínimo vital). 

SI 

36 2017 T-276/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (a la 

comunicación, a la igualdad y a la dignidad) 

SI 

37 2017 T-311/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (a la 

dignidad humana, al interés superior del 
menor de edad, a tener una familia y a no 

ser separada de ella, derecho fundamental al 

amor). 

SI 

38 2017 T-361/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (al 

debido proceso, de la participación, de la 

igualdad, de petición, de información, de 

salud, de consumo al agua potable y de la 

vida digna por la conexidad que existe con 

el ambiente sano y el derecho de la 

participación). 

NO 

39 2017 T-410/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección del derecho fundamental al 
mínimo vital y derecho de petición.  

SI 

40 2017 T-436/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales 

(mínimo vital y seguridad social) 

SI 

41 2017 T-548/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales ( a la 

seguridad social, a la igualdad y al mínimo 

vital) 

NO 

42 2017 T-596/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (al 

medio ambiente sano, a la vida digna, al 

mínimo vital, al trabajo y a la libertad de 

oficio, a la alimentación y al agua). 

NO 

43 2017 T-716/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales a la 
remuneración mínima vital y móvil, a la 

subsistencia, a la igualdad, a la vida digna y 

a la protección especial al adulto mayor 

NO 

44 2017 T-739/17 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (a la 

vida, a la libertad, a la igualdad, al territorio, 

a la consulta previa, a la participación, a la 

propiedad colectiva y al debido proceso de 

las comunidades indígenas Nasa del 

departamento del Putumayo). 

SI 

45 2018 C-018/18 Acción de inconstitucional al proyecto de 

ley estatutaria PL No. 03/17 Senado–

006/17 Cámara “Por medio del cual se 

adopta el Estatuto de la Oposición Política 

NO 



y algunos derechos a las organizaciones 

políticas independientes”. 

46 2018 C-134/18 Demanda de inconstitucionalidad contra el 

parágrafo del artículo 13 de la Ley 797 de 

2003, y el artículo 218 de la Ley 1753 de 

2015 que modificó el artículo 163 de la Ley 

100 de 1993. 

NO 

47 2018 SU-123/18 Revisión de los fallos de tutela para la 

protección de derechos fundamentales (a la 

participación, a la identidad cultural, a la 

consulta previa, ambiente sano). 

SI 

48 2018 T-249/18 Acción de amparo constitucional para la 
protección d derechos fundamentales ( a la 

dignidad humana, al debido proceso, al 

acceso a la administración de justicia y al 

libre desarrollo de la personalidad 

NO 

49 2018 T-296/18 Acción de amparo constitucional para la 

protección d derechos fundamentales (al 

debido proceso, de acceso a la 

administración de justicia, a la reparación 

integral, a la vida digna, y a la igualdad). 

SI 

50 2018 T-344/18 Acción de amparo constitucional para la 

protección d derechos fundamentales (a la 

igualdad, al mínimo vital y a la educación). 

SI 

51 2018 T-404/18 Acción de amparo constitucional para la 

protección d derechos fundamentales (al 
mínimo vital, a la seguridad social y a la 

dignidad humana del demandante). 

SI 

52 2018 T-411/18 Acción de amparo constitucional para la 

protección del derecho fundamental a la 

seguridad personal.  

SI 

53 2018 Auto 015A/18 Acción de nulidad de la Sentencia T-194 de 

2017. Por vulneración al derecho 

fundamental de la seguridad social. 

NO 

54 2019 C-370/19 Demanda de inconstitucionalidad en contra 

de los artículos 77, 78, 79 y 80 de la Ley 

1861 de 2017, “Por la cual se reglamenta el 

servicio de reclutamiento, control de 

reservas y la movilización”. 

NO 

55 2019 SU-599/19 Revisión de los fallos de tutela para la 

protección derechos fundamentales (a la 
salud, la integridad personal, al mínimo 

vital, la vida digna, la reparación integral 

como víctima del conflicto armado, la 

educación y la vivienda). 

SI 

56 2019 T-064/19 Acción de amparo constitucional para la 

protección del derecho fundamental al agua 

potable en conexidad con el derecho a la 

vida. 

NO 

57 2019 T-113/19 Acción de amparo constitucional para 

protección derechos fundamentales (al 

acceso a la administración de justicia, al 

debido proceso y a la reparación). 

SI 

58 2019 T-123/19 Acción de amparo constitucional para 

protección derechos fundamentales (a la 

NO 



Fuente: Creación propia. 

 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, una vez habiendo determinado cuáles son las providencias 

donde la Corte Constitucional colombiana reconoce “derechos innominados” entre los años 

2010 y 2020, de las cuales se obtuvo como resultado un total de 34 providencias de las 64 

que fueron analizadas. Ahora, se desarrollará el estudio puntual de cada providencia que 

reconoce derechos mediante línea jurisprudencial, esto se puede denotar en la tabla 5.  

 

Tabla 5. Providencias de la Corte Constitucional colombiana que reconocen “derechos innominados” a 

partir de la aplicación del método censitario lato sensu entre (2010 a 2020). 

 

Pronunciamiento de la Corte Constitucional frente al uso de las expresiones “derecho innominado” y 

“derechos innominados” entre 2010 a 2020. 

No. Providencias Contexto del caso en concreto Aporte 

1  El señor Alberto De Jesús Posada, presenta 

una acción de tutela por la protección de 

sus derechos fundamentales (Seguridad 

“(…) en la acción de tutela la abogada, 

conocida en autos como  apoderada del 

accionante,  hace una solicitud expresa de 

vida, al trabajo, al debido proceso, y, a la 

seguridad personal). 

59 2019 T-386/19 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (a la 

vida, a la integridad, a la seguridad y a la 

intimidad). 

SI 

60 2020 C-088/20 Demanda de inconstitucionalidad en contra 

del artículo 122 de la Ley 599 de 2000 “por 

la cual se expide el Código Penal”. 

NO 

61 2020 SU-016/20 Revisión del fallo dictado el 10 de octubre 

de 2017. Para la protección de los derechos 
fundamentales (libertad individual, vida e 

integridad personal, libre desarrollo de 

personalidad, y aquellos que impone bajo el 

habeas corpus). 

NO 

62 2020 SU-146/20 Revisión de los fallos del 23 de abril y el 30 

de julio de 2019  que negaron las 

pretensiones de la acción de tutela 

presentada por Andrés Felipe Arias Leiva 

en contra la Sala de Casación Penal de la 

referida Corporación Judicial. 

SI 

63 2020 T-124/20 Acción de amparo constitucional para la 

protección de derechos fundamentales (a la 

vida digna, salud y a la educación 

inclusiva). 

SI 

64 2020 Auto 213/20 Recurso de súplica contra el auto de 
rechazo de la demanda de 

inconstitucionalidad del día 3 de junio de 

2020. Que pretenden la protección de los 

derechos de las naciturus al reconocimiento 

de derechos fundamentales como la 

personalidad jurídica. 

NO 



T-007/1011 social, Mínimo vital, Debido proceso, 

Derecho a una vida digna) dicha protección 

es con relación a las PERSONAS DE LA 

TERCERA EDAD. Mediante el cual el 

accionante manifiesta que la secretaria de 

Medellín le está vulnerando sus derechos 

fundamentales al hacer un retiro forzoso a 

los empleados al cumplir con la edad.  

 
La sentencia revoca y ordena la protección 

de los derechos fundamentales a la alcaldía 

de Medellín, porque, no toma las 

previsiones necesarias para garantizarle su 

acceso a la pensión de vejez a la cual ya 

tiene derecho y sin cuyo pago su derecho 

al mínimo vital se ve seriamente afectado. 

tutelar a favor de su representado “el 

derecho fundamental del mínimo vital,  y en 

sus escritos de reposición e impugnación 

vuelve a insistir sobre el mismo; al mismo 

también se refirió el fallador de segunda 

instancia para establecer que se trata  “de 

un derecho fundamental innominado” y 

que no es la acción de tutela el instrumento 

para garantizarlo, máxime cuando no fue 
demostrado en la presente actuación” 

2  

 

T-160/1012 

Alejandra Castillo Múnera interpone 

acción de tutela contra BOOKING 

PRODUCCIONES LTDA por la 

vulneración de sus derechos al trabajo en 

conexidad con el derecho a un salario 
mínimo, vital y móvil y, a la subsistencia 

en condiciones dignas y justas, debido a 

que BOOKING (Agencia de modelos) 

celebró un contrato representación de 

modelaje con la parte Actora, el cual 

incumplió con el pago de unos honorarios 

por sus actividades de entretenimiento, 

solicita el cumplimiento de las 

obligaciones legales contratada. Revoca la 

sentencia y ordena el amparo de sus 

derechos fundamentales (al mínimo vital y 
a la escogencia de profesión u oficio de la 

Sra.), adicionalmente ordena a la agencia 

la cancelación del contrato y la no 

renovación del mismos por ningún tiempo. 

La corte hace mención del derecho,  partir de 

la sentencia T-426 de 1992 la jurisprudencia 

constitucional introdujo un derecho 

fundamental innominado, el derecho al 

mínimo vital, el cual ha jugado un papel 
relevante para la constitucionalización de 

ciertas discusiones que en principio eran de 

índole legal. En efecto, los problemas 

relacionados con mesadas pensionales y 

otras facetas prestacionales del derecho a la 

seguridad social se convierten en un 

problema de derechos fundamentales porque 

se vulnera el derecho al mínimo vital. 

  

 

3 T-183/1213 La parte actora José Gustavo Cardona 

Buriticá en contra de la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia y 

el Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles 

Nacionales de Colombia, con vinculación 

de los Juzgados 13 y 19 del Circuito de 

Bogotá y el Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Bogotá, por el desconocimiento  

de sus derechos fundamentales al mínimo 
vital, el debido proceso y la seguridad 

social en pensiones, al no dar el 

reconcomiendo de una  indexación de la 

primera mesa pensional.  

 

  

La corte revoca la sentencia, ampara los 

derechos fundamentales invocados y ordena 

a Ferrocarriles de Colombia la debida 

liquidación, frente al termino de prescripción 

de la indexación, indica la corporación de 

primera y segunda no se puede prescribir 

dicho termino según lo previsto en la T- 901 

de 2010, es decir, la demanda de tutela no 

incide de forma alguna en la prescripción, si 
no que los suspende. 

Es interesante destacar, sin embargo, que 

según la ratio decidendi de las sentencias 

SU-120 de 2003 y C-862 de 2006, el derecho 

a la indexación pensional no nace como 

derecho innominado con esos fallos; el 

derecho existía incluso antes de la 

                                                             
11 Corte Constitucional. Sentencia T – 007 de 2010. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.  
12 Corte Constitucional. Sentencia T – 160 de 2010. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
13 Corte Constitucional. Sentencia T – 183 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa.  



Constitución Política de 1991, con 

fundamento en la equidad, y al entrar en 

vigencia la nueva Carta encontró nuevos 

fundamentos en los mandatos contenidos en 

los artículos 48 y 53, que hacen referencia al 

derecho a mantener el poder adquisitivo del 

salario (y, analógicamente, de la mesada 

pensional). 

 

4 T-374/1214 La parte actora Ramón Humberto Delgado 
Chaves contra el Juzgado 9º Laboral del 

Circuito de Bogotá, la Corte Suprema de 

Justicia – Sala de Casación Laboral, y el 

Banco Cafetero – En Liquidación, con 

solicitud de vinculación de Fiduprevisora 

como garante, presenta acción de tutela 

porque considera la vulneración a sus 

derechos fundamentales (la vida digna, al 

mínimo vital, a la seguridad social y a la 

igualdad) funde poder adquirir su 

indexación de la primera mesada 
pensional. 

 

La corte confirma la sentencia 

parcialmente la sentencia del (9) de marzo 

de dos mil once (2011) y concede el 

amparo a los derechos fundamentales al 

mínimo vital y el debido proceso del actor, 

con base en los principios de eficacia y 

celeridad, y tomando en cuenta la edad de 

los peticionarios. 

Este trámite (que comparten las sentencias 
invocadas a manera de precedentes) es que 

para la época en que se dictaron los fallos del 

proceso laboral inicial, existía una decisión 

jurisprudencial de la Corte Suprema de 

Justicia por la cual cambió explícitamente su 

jurisprudencia sobre Indexación de la 

primera mesada pensional y sentó la 

posición según la cual no existía un 

fundamento normativo para acceder a la 

indexación, por fuera de las prestaciones 

reconocidas dentro del marco de la Ley 100 
de 1993. 

5 T-881/1215 Wilder Guerrero Rueda interpuso acción 

de tutela contra la sociedad MAGROIN 
Ltda. y el Servicio Nacional de 

Aprendizaje –SENA– (en adelante, SENA) 

debido a que las entidades accionadas 

dieron por terminado su contrato de 

aprendizaje, sin tener en cuenta que 

durante su práctica sufrió un accidente de 

trabajo que afecta su salud y su capacidad 

laboral, no tiene ingresos propios, y aún no 

le han calificado su pérdida de capacidad 

laboral y se encuentran vulnerados los 

derechos fundamentales a la vida, la 

seguridad social integral, la dignidad 
humana, el trabajo, la igualdad y el mínimo 

vital. 

 

A lo que la corte constitucional indica que 

revoque la sentencia y se tutelen los 

derechos invocados, ordena reintegran al 

señor al cargo que venía desempeñando, 

siempre y cuando la deficiencia física que 

La aplicación analógica que acá se defiende 

puede ser complementada desde otra 
perspectiva de análisis independiente. Así, el 

derecho a la estabilidad laboral reforzada 
ha sido considerado por esta Corporación 

como un derecho fundamental 

innominado, en la medida en que constituye 

el más amplio despliegue normativo del 

principio de estabilidad laboral y está 

destinado a la protección de grupos que han 

sufrido una discriminación histórica para el 

acceso a cargos de trabajo, que enfrentan 

obstáculos especiales para la satisfacción de 

sus necesidades básicas, o que persiguen la 
satisfacción de derechos fundamentales 

como la libertad de asociación. 

                                                             
14 Corte Constitucional. Sentencia T – 374 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa. 
15 Corte Constitucional. Sentencia T – 881 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa. 



padece no le impida realizar las actividades 

propias de la labor para la cual fue 

contratado. Si la deficiencia física que 

padece le impiden realizar las actividades 

encomendadas, deberá reubicarlo en otro 

cargo compatible con sus capacidades y, en 

coordinación con el SENA, ofrecerle la 

formación ocupacional que el actor 

requiera. 

6 T-988/1216 El peticionario interpuso acción de tutela 
contra el Hospital Local de Turbaco 

(Bolívar), ESE, con el propósito de obtener 

protección constitucional a su derecho 

fundamental a la estabilidad laboral 

reforzada, como persona en condición de 

debilidad manifiesta por motivos de salud. 

 

La corte determino  revocar la sentencia de 

primera instancia por medio de la cual se 

decidió negar el amparo invocado por el 

peticionario y la de segunda instancia 
confirmarla y proteger sus derechos la 

protección de los derechos fundamentales 

al mínimo vital y la estabilidad reforzada 

del señor Alfonso Barrios Caro, ordenar el 

pago de los salarios dejados percibir y 

además aclara que la terminación de 

contrato no se puede hacer de manera justa 

por el cumplimiento de la edad, hasta aun 

cuando no se tenga un estudio íntegro y 

sobre su derecho pensional con relación de 

a la debilidad manifiesta de la personas 
como en el caso de tener 78 años, 

problemas de salud, prospera su acción de  

estabilidad laboral reforzada con relación 

al principio de igualdad. 

La Constitución Política de 1991 concede 
particular relevancia al trabajo. Así, de 

forma explícita establece su condición de 

principio fundante de la organización social 

(artículo 2º CP), lo materializa como derecho 

fundamental (artículo 25 CP) y determina 

principios mínimos, de jerarquía 

constitucional, que deben observarse en el 

marco de las relaciones laborales (artículo 53 

CP). Implícitamente, la definición del 

Estado como Social de Derecho, la relación 

que mantienen sistemas de seguridad social 
en salud y pensiones con el ejercicio de los 

derechos laborales, el reconocimiento del 

derecho fundamental innominado al 

mínimo vital  y la incorporación del 

principio de solidaridad social en el Texto 

Superior, permiten constatar que el trabajo, 

como derecho y principio fundante del 

Estado, es un elemento protagónico en el 

sistema constitucional colombiano. 

7 T-160/1317 Se presenta una acción de amparo 

constitucional instaurada por el señor Juan 

Carlos Palencia López contra la Sala Única 

del Tribunal Superior del Distrito Judicial 

de Santa Rosa de Viterbo y el Juzgado 

Segundo Promiscuo de Familia de 

Duitama. El señor Juan, P. Indicando la 

violación a sus derechos fundamentales a 

la personalidad jurídica, filiación, acceso a 
la administración de justicia y al debido 

proceso, con ocasión a que no fue valorada 

una prueba en el tribunal. 

 

La corte define revocar la sentencia, 

ordena el amparo de sus derechos 

La jurisprudencia también ha señalado que 

la filiación es un derecho innominado, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 94 

de la Constitución Política18 . De ahí que, es 

deber de los jueces actuar con diligencia y 

proactividad en los procesos de 

investigación de paternidad o maternidad, de 

manera que se cuente con las pruebas 

antroheredobiológicas para proferir su 
decisión. En criterio de esta Corporación, 

este derecho se encuentra estrechamente 

ligado con el principio de la dignidad 

humana, pues todo ser humano tiene derecho 

a ser reconocido como parte de la sociedad y 

de una familia19.   

                                                             
16 Corte Constitucional. Sentencia T – 988 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa. 
17 Corte  Constitucional. Sentencia T – 160 de 2010. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. 
18 Corte Constitucional. Sentencia T – 411 de 2004. M.P. Jaime Araujo Rentería. 
19 Corte Constitucional. Sentencia T – 1342 de 2001. M.P. Álvaro Tafur Galvis. 



constitucionales, debido a que se ordenó la 

impugnación de paternidad preferida en 

relación  con la caducidad de la acción y la 

objeción de la prueba ADN, para 

determinar la certeza de la paternidad de un 

menor y la restitución de los cuotas 

entregadas a la menor, se da el amparo por 

la omisión en primera y segunda de la 

prueba de ADN, es decir la vulneración de 
derechos fundamentales por interpretación 

del juez al tener en cuenta el resultado de 

prueba ADN determinante. 

8 T-770/1320 Sentencia para revisión de los fallos de 

tutela emitidos por el Juzgado Quinto 

Penal Municipal de Villavicencio y el 

Juzgado Primero Penal del Circuito de 

Villavicencio, en primera y segunda 

instancia, en el expediente de tutela T-

3.770.015.  

 

El señor Humberto Agamez Caly interpuso 
acción de tutela contra Bavaria S.A. al 

considerar vulnerados sus derechos 

fundamentales a la vida digna, la igualdad, 

la seguridad social y el mínimo vital, ante 

la negativa de la entidad a realizar las 

cotizaciones por concepto de seguridad 

social, producto de la vinculación laboral 

sostenida entre 1962 y 1963. 

 

La Corte Constitucional considero revocar 

la sentencia y adicional conceder el 
amparo, debido a que las relaciones 

obligacionales con respecto a la pensión 

antes a la entrada de funcionamiento de la 

entrada en vigencia del  instituto de seguro, 

debía el empleador garantizar el derecho a 

la seguridad social,  y por ello debe 

responder Bavaria S.A por dicha 

prestaciones sin importar la entrada en 

vigencia del ISS, por tal razón se le ordeno 

a Bavaria S.A el pago de  la liquidación  de 

las sumas  actualizadas y a 

COLPENSIONES la carga de 
reconocimiento y pago de pensión de 

vejez, conforme al deber legal de 

aprovisionamiento. 

El tribunal ha reiterado que el mínimo vital 

se trata de un derecho fundamental 

innominado ligado estrechamente a la 

dignidad humana, porque “constituye la 

porción de los ingresos del trabajador o 

pensionado que están destinados a la 

financiación de sus necesidades básicas, 

como son la alimentación, la vivienda, el 

vestido, el acceso a los servicios públicos 
domiciliarios, la recreación, la atención en 

salud, prerrogativas cuya titularidad es 

indispensable para hacer efectivo el 

derecho a la dignidad humana, valor 

fundante del ordenamiento jurídico 

constitucional”21.  

 

El derecho al mínimo vital recoge, a su vez, 

las disposiciones del bloque de 

constitucionalidad22 que denotan la 

importancia de una cantidad de recursos 
suficientes para sufragar las necesidades 

más elementales. El artículo 23 de la 

Declaración Universal de Derechos 

Humanos contempla en su numeral 3º 

que “toda persona que trabaja tiene 

derecho a una remuneración equitativa y 

satisfactoria, que le asegure, así como a su 

familia, una existencia conforme a la 

dignidad humana y que será completada, en 

caso necesario, por cualesquiera otros 

medios de protección social”. Postulado 

que es reiterado en el artículo 25, el cual 
prescribe que “toda persona tiene derecho 

a un nivel de vida adecuado que le asegure, 

así como a su familia, la salud y el 

bienestar, y en especial [-que no 

exclusivamente-], la alimentación, el 

vestido, la vivienda, la asistencia médica y 

los servicios sociales necesarios”. De igual 

manera, el Protocolo de El Salvador, dentro 

                                                             
20 Corte Constitucional. Sentencia T – 770 de 2013. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 
21 Corte Constitucional. Sentencia SU-995 de 1999. M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
22 Corte Constitucional. Sentencia T – 211 de 2011. M.P. Juan Carlos Henao Pérez.  



del sistema interamericano, consagra que 

toda persona tiene derecho a la seguridad 

social que lo proteja contra las 

contingencias y le permita “obtener los 

medios para llevar una vida digna y 

decorosa”23. 

 

9 T-832/1324 Sentencia para revisión del fallo dictado en 

primera instancia por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca el 
dieciocho (18) de marzo de dos mil trece 

(2013), y en segunda instancia por la 

Sección Segunda, Subsección “B”, del 

Consejo de Estado el quince (15) de mayo 

de dos mil trece (2013), invocado por el 

señor José Ismael Bautista Arias en contra 

del Juzgado Treinta y siete (37°) 

Administrativo de Oralidad del Circuito 

Judicial de Bogotá D.C. 

 

La corte determino conceder el amparo de 
sus derechos fundamentales a la 

indexación de la primera mesada pensional 

y el debido proceso, con ocasión a que se 

le encontró el amparo en la SU–1073, 

sobre el derecho pensional, para mantener 

el poder adquisitivo de la pensional, y que 

respecto del caso no hay desconocimiento 

del precedente judicial fijado en la 

sentencia en mención, indicando la corte 

que función de los jueces utilizar  los 

criterios hermenéuticos para determinar 
los vacíos legislativos. 

La Corte ha reiterado las reglas esgrimidas 

en las sentencias SU-120 de 2003 y C-862 de 

2006, reconoció que el derecho a la 

indexación pensional no nace como 

derecho innominado con estos fallos,25 sino 

que tal garantía existía incluso antes de la 

entrada en vigencia de la Constitución de 

1991, con fundamento en los principios de 

equidad y favorabilidad laboral.  

 

En efecto, como establece la misma 

sentencia SU-1073, la jurisprudencia 

constitucional ha predicado el carácter 

universal de la indexación de la primera 

mesada pensional, razón por la que ha sido 

protegida de forma consistente, coherente y 

continua a través de múltiples 

pronunciamientos por los jueces 

constitucionales26, con fundamento en el 

derecho de los pensionados a mantener el 

poder adquisitivo de la pensión y que se 

sustenta en los artículos 48 y 53 de la Carta. 

De manera que, con base en la doctrina 

constitucional, no existe discusión respecto a 

la procedencia de la indexación pensional. 

10 T-901/1327 La peticionaria interpuso acción de tutela 

contra la Embajada de la República Árabe 

de Egipto, con el propósito de obtener 

protección constitucional a su derecho 

fundamental a la estabilidad laboral 

reforzada, argumentando que fue 

despedida por el ente diplomático, a pesar 

de hallarse en condición de debilidad 

manifiesta por motivos de salud. 

  

La estabilidad reforzada de las personas con 

discapacidad o en condición de debilidad 

manifiesta en las distintas opciones 

productivas o de generación de ingresos.28 

Reiteración de jurisprudencia. La 

Constitución Política de 1991 concede 

particular relevancia al trabajo. Lo incorpora 

entre los principios fundamentales de la 

organización social (artículo 2º CP); le 

atribuye el estatus normativo de derecho 

                                                             
23 Protocolo Adicional de El Salvador, art. 9. 
24 Corte Constitucional. Sentencia T – 832 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
25 Corte Constitucional. Sentencia T – 374 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa.  
26 Ver las Sentencias: SU-120 de 2003, C-862 de 2006 y C-891A de 2006. Adicionalmente se pueden consultar 

las Sentencias: T-663 de 2003, T-1169 de 2003, T-815  de 2004, T-805 de 2004, T-098 de 2005, T-045 de 2007, 

T-390 de 2009 y T-447 de 2009, T-362 de 2010, entre otras. 
27 Corte Constitucional. Sentencia T – 901 de 2013. M.P. María Victoria Calle Correa. 
28 Esta Corporación ha desarrollado una amplia línea jurisprudencial sobre la estabilidad laboral reforzada de 

las personas con discapacidad. Las principales subreglas fueron sentadas en los precedentes T-1040 de 2001 

(M.P. Rodrigo Escobar Gil), T-519 de 2003 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-1071 de 2007  (M.P. 

Nilson Pinilla Pinilla). En esta oportunidad se seguirá de cerca la exposición que esta misma Sala efectuó en el 

fallo T-988 de 2012. 



La corporación decide revocar la sentencia, 

conceder el amparo a los derechos 

fundamentales al mínimo vital, y a la 

estabilidad reforzada de la señora Luz 

María, decreta la ineficiencia de la 

terminación contractual por su 

discapacidad  y que debe vincular y pagos 

los salarios dejados de percibir debido a 

que la convención de viene lo contempla 
como una fuente de derecho internacional 

público, y respecto de la circunstancian de 

protección por la debilidad es una 

protección especial en materia laboral, no 

se encuentra fundamento en el despido de 

la señora y que la terminación se produce 

como consecuencia de la discapacidad y 

por lo mismo ampara sus derechos. 

fundamental (artículo 25 CP); y lo rodea de 

un conjunto de garantías mínimas que deben 

observarse en todas las relaciones laborales 

(artículo 53 CP). 

Además de esas referencias normativas 

explícitas, su protagonismo en el orden 

superior se evidencia en aspectos como la 

forma social del Estado; la relativa 

dependencia de los sistemas de seguridad 
social a la existencia de un mercado laboral 

con adecuadas condiciones de acceso para 

toda la población, el reconocimiento del 

derecho fundamental innominado a la 

estabilidad laboral reforzada, y la 

incorporación del principio y deber de 

solidaridad. 

11 T-954/1329 Sentencia para su revisión y acumuló entre 

si los expedientes T-3.979.500, T-

3.982.328 y T-3.991.071, para que fuesen 

fallados en una sola sentencia, tras 
considerar que presentaban unidad de 

materia. De la misma manera, dispuso su 

reparto al despacho del magistrado 

sustanciador. 

 

La corte decidió frente al expediente T- 

3.789.599 revocar la decisión y ordenar el 

amparo de derechos fundamentales al 

debido proceso y la indexación de primera 

mesada pensional de la señora Emilia 

Delgado Escobar.  Y dejar sin efectos las 
demás sentencias proferías respecto de este 

ordenando a FNC la indexación: 

  

Sala estima que al corroborarse que (i) es la 

acción de tutela el mecanismo idóneo y 

eficaz para amparar los derechos del señor 

Patiño Rivero, y que (ii) resulta procedente 
la indexación como derecho fundamental 

innominado de la primera mesada pensional 

del actor, de deberán tutelar los derechos 

fundamentales de este, con lo que a su vez se 

ordenará el reconocimiento de la indexación 

de la pensión a cargo de la entidad accionada 

(Banco Santander, hoy CorpBanca).  

 

En este caso además, resulta importante 

precisar que el régimen de reconocimiento 

de la pensión del accionante es 
preconstitucional, sin embargo, debe 

observarse que la consolidación de la 

pensión se realizó con posterioridad a la 

entrada en vigencia de la Carta del 1991, 

razón por la que no es viable aplicar la regla 

de la sentencia SU-1073 de 2012, en 

consecuencia no se aplica la prescripción 

oficiosa respecto de la actualización de su 

pensión. 

12 T-883/1430 La señora Luz Mary Higuita Gómez, 

actuando en representación de su hija 

menor de edad (17 años) Leidy Vanesa 

Pineda Higuita, interpuso acción de tutela 
en contra de QBE Seguros S.A.  Solicita la 

revisión de del fallo de tutela proferido en 

única instancia el 25 de marzo de 2014 por 

el Juzgado Promiscuo Municipal de Salgar 

(Antioquia), a propósito de la acción 

interpuesta por Luz Mary Higuita Gómez 

en representación de su hija menor de edad 

A partir de ello esta Corporación ha 
construido una ascendente línea 

jurisprudencial que ha permitido el 

reconocimiento de varios derechos 

innominados: 

 

“Por otra parte, la jurisprudencia 

también ha señalado que la filiación es 

un derecho innominado, de 

conformidad con lo previsto en el 

artículo 94 de la Constitución Política. 

                                                             
29 Corte Constitucional. Sentencia T – 954 de 2013. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
30 Corte Constitucional. Sentencia C – 283 de 2014. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 



Leidy Vanesa Pineda Higuita contra QBE 

Seguros S.A. 

 

La corte resuelve revocar la sentencia y 

concede el amparo del derecho a la salud, 

integridad física, vida digna y a la 

recuperación de función del órgano de la 

menor, ordena a QBE el pago del valor 

actualizado, a  Nueva EPS ordene los 
procedimientos de implantación, toda vez 

que , los seguros se someten a unas 

condiciones generales previstas en el 

código de comercio (art. 1936- 1082), aun 

cuando se trata de una relación jurídica 

privada está transgrediendo unos derechos 

que la parte dominante puede causar, y que 

misma evadía su responsabilidad de 

garantizar la atención y recuperación 

integral de la menor. 

De ahí que, es deber de los jueces actuar 

con diligencia y proactividad en los 
procesos de investigación de paternidad 

o maternidad, de manera que se cuente 

con las pruebas antroheredobiológicas 

para proferir su decisión. En criterio de 
esta Corporación, este derecho se 

encuentra estrechamente ligado con el 

principio de la dignidad humana, pues 
todo ser humano tiene derecho a ser 

reconocido como parte de la sociedad y 

de una familia. En este sentido, se ha 
insistido en que la protección de la 

filiación implica una salvaguarda a los 

derechos a la personalidad jurídica (art 

14 de CP), a tener una familia (arts. 5, 
42 y 44 CP), al libre desarrollo de la 

personalidad (art 16 CP) y a la dignidad 

humana (art 1 de la CP)”31. 
13 T-969/1432 En esta sentencia se procede la revisión de 

la dictada en segunda instancia, por el 
Juzgado Primero Civil del Circuito de 

Cartagena, dentro de la acción de tutela 

instaurada por Agustina Carmona de 

Manrique y Henry Guyzamano Vivas, 

actuando como representantes legales de 

los Consejos Comunitarios de Tierra Baja 

y Puerto Rey, contra la Empresa Aguas de 

Cartagena S.A. E.S.P. por haber realizado 

consulta previa sin tener en cuenta a la 

comunidad.  

El derecho fundamental a la Consulta 

previa, la Corte ha reconocido que éste es un 
derecho innominado, de carácter colectivo, 

cuyos titulares son las comunidades 

indígenas, negras, raizales, palenqueras y 

afrocolombianas. Más aun, ha dicho que es 

un derecho susceptible de protección por vía 

de la acción de tutela, a partir de la regla 

establecida en la Sentencia SU-037 de 1997. 

 

La corte ordena revocar la sentencia, 

también realizar la consulta previa de la 

empresa de servicios públicos, ordena al 

alcalde conectar el servicio de alcantarillado 
a la comunidad negra. En razón a que el caso 

de la comunidad manifiesta haberse 

realizado la consulta previa a un proyecto de 

aguas residuales, y que cuyo trayecto 

causaba perjuicios y que no contaban con el 

servicio del alcantarillado, es decir la 

protección de derechos de naturaleza 

colectiva. 

14 T-057/1533 La señora Mairoby Rivera Taborda  

solicita el proceso de revisión de los fallos 

de tutela dictados, en primera instancia por 

el Juzgado Veintitrés Penal Municipal de 
Medellín el 5 de mayo 05 de 2014, y en 

segunda instancia por el Juzgado Sexto 

Penal del Circuito de la misma ciudad el 25 

de junio de 20014, en el asunto de la 

Con base en el artículo 94 Superior, existe un 

derecho fundamental innominado “a que 

sea intentado” o “right to try”, para los 

casos de los pacientes que se hallan en un 
estado vegetativo persistente (persistent  

vegetative state PVS) o de conciencia 

mínimo (minimally conscious state, MCS), 

                                                             
31 Ver las Sentencias: T-002 de 1992, T-406 de 1992, T-499 de 1992 C-067 de 2003, c-695 de 2013, - T-160 

de 2013, entre otras. 
32 Corte Constitucional. Sentencia T – 969 de 2014. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
33 Corte Constitucional. Sentencia T – 057 de 2015. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez.  



referencia en contra de COLSANITAS o 

EPS Sanitas, toda vez que le niega el 

derecho a un tratamiento especial para 

personas en estado vegetativo. 

 

Situación a la que la Corte ordena revocar 

la sentencia y amparar los derecho  a la 

señora Mairoby Rivera Taborda, el 

derecho fundamental “a que sea 
intentando”; adicionalmente que EPS 

sanitas y COLSANITAS, autorice la 

realización del tratamiento, con ocasión a 

que,  la sala considera para el caso de la 

señora que se encuentra en estado 

vegetativo pertinente va conexos con el 

derecho a la dignidad humana a lo que la 

corte considero un acción de tutela 

temeraria, es decir que aplica en 

situaciones que se puedan presen como 

sanción pecuniaria, exoneración de 
sanción e inexistencia de temeridad. 

cuyos titulares son el paciente y sus 

familiares. 

 

En la sentencia34 desconoció jurisprudencia 

sobre el derecho a la salud ,teniendo en 

cuenta que dejo en manos de profesiones de 

la medicina la decisiones sobre la necesidad 

y la pertinencia de un tratamiento médico, e 

igualmente que no estudio jurisprudencia 
sobre el tratamiento experimental que no son 

susceptibles de financiación, no tuvo en 

cuenta las consecuencias al derecho de 

declarar el derecho fundamente “ a que sea 

intentado”  y que el juez no es el competente 

para determinar la idoneidad de los 

tratamiento médicos, o los medicamentos 

prescritos. 

 

15 T-124/1535 De acuerdo con lo establecido en los 

artículos 86 y 241 de la Carta Política y 33 

del Decreto 2591 de 1991, la Sala de 

Selección Número Once de la Corte 

Constitucional, mediante Auto del diez 

(10) de noviembre de dos mil catorce 

(2014), decidió seleccionar para revisión 

los fallos de tutela correspondientes a los 

expedientes T-4.573.730 y T-4.597.107. 

Se decide por la sala compilarlos por 

presentar unidad materia  
 

La Corte ordena revocar la sentencia y 

tutelar los derechos fundamentales a la 

vida, a la integridad física, a la libertad, a 

la igualdad y a la seguridad personal de 

Wangari, en su condición de mujer 

afrodescendiente, madre cabeza de familia, 

defensora de derechos humanos y víctima 

de desplazamiento forzado y violencia 

sexual, junto con sus dos hijas, ordena a la 

unidad de protección con enfoque 

diferencial en su condición de defensora de 
derechos humanos. 

 

Frente a la sentencia de Zatec, le ordena 

tutelar sus derechos constitucionales a la 

vida, a la integridad física, a la libertad, a 

la igualdad y a la seguridad personal de 

Franz, en su condición de defensor de 

Para efectos de reiterar el entendimiento al 

derecho innominado a la seguridad social, 

la Corte le ha dado a esta garantía, la Sala 

hará alusión, principalmente, a las sentencias 

T-719 de 200336  y T-339 de 201037 , por 

considerar que son las que han precisado con 

mayor detalle el alcance constitucional del 

mismo como derecho innominado y 

autónomo que es. 

 

La seguridad personal es un derecho 

fundamental innominado y autónomo, 

consagrado expresamente en tratados 

internacionales ratificados por Colombia, 

derivado de disposiciones de la Constitución 

Política y reconocido por la jurisprudencia 

constitucional, al menos desde la Sentencia 

T-719 de 2003. 

                                                             
34 Corte Constitucional. Sentencia T – 057 de 2015. Salvamento de voto. Luis Ernesto Vargas Silva. 
35 Corte Constitucional. Sentencia T – 124 de 2015. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
36 Corte Constitucional. Sentencia T – 719 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
37 Corte Constitucional. Sentencia T – 339 de 2010. M.P. Juan Carlos Henao Pérez.  



derechos humanos y líder comunitario, e 

igualmente ordena a la Unidad Nacional de 

protección, toda vez que la corte estimo 

gozan de protección reforzada dada a la 

especial situación de vulnerabilidad e 

indefensión. 

16 T-280/1538 Revisión de sentencias la Corte 

Constitucional, integrada en los 

expedientes t.3847.387, t.386.925:  

 
En la primera T: la señora Rebeca Valencia 

Ayala, instauró acción de tutela contra el 

Departamento de Santander, por 

considerar vulnerados sus derechos 

fundamentales a la estabilidad laboral 

reforzada, la vida digna, al debido proceso, 

a la seguridad social y a la salud. 

 

En la segunda T: El señor Jaime Ernesto 

Suárez Hernández, instauró acción de 

tutela contra Administradora Colombiana 
de Pensiones, COLPENSIONES 

Derechos vulnerados a la vida, la salud y al 

mínimo vital. 

 

La sala decidió para el señor, confirma la 

sentencia parcial mente y amparar los 

derechos fundamentales invocados que 

cumple con los requisitos para la 

indexación de la mesada pensionales, e 

igualmente, se produce la vulneración por 

no incluir su nombre en la nómina.   Y 
frente la señora Valencia indica revocar la 

sentencia y amparar sus derechos 

constitucionales, debido a que la señora 

cuenta con una enfermedad y quedo no se 

tuvo en cuenta su insubsistencia y por tal 

razón merece ser tratada con igualdad, 

ordena reubicar en el puesto que venía 

desempeñando, e igualmente pagar los 

salarios dejados de percibir. 

El derecho fundamental innominado al 

mínimo vital, que surge como desarrollo 

directo del Estado Social de Derecho y de los 

principios a la dignidad humana y a la 
solidaridad, ha sido reconocido en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional 

como aquel “que tienen todas las personas 

a vivir bajo unas condiciones (…) que 

garanticen un mínimo de subsistencia digna, 

a través de los ingresos que les permitan 

satisfacer sus necesidades más urgentes 

como son la alimentación, el vestuario, la 

vivienda, el acceso a los servicios públicos 

domiciliarios, la atención en salud, la 

educación, entre otras”39. 
 

Sentencia T-920 de 2009 y T-686 de 2012. 

Igualmente, la Sentencia T-770 de 2013, 

haciendo referencia  a la Sentencia SU-995 

de 1999 sostuvo: “Además, lo que se 

demanda en este punto no es cualquier 

prestación o necesidad subjetiva, sino el 

derecho a la pensión de vejez, concebida 

históricamente como una de las 

herramientas para lograr la liberación de la 

miseria, según la fórmula clásica del 
“Freedom from want” (liberación de la 

necesidad). En términos contemporáneos, 

dicho proyecto jurídico y político podría 

equipararse a la garantía del mínimo vital.  

Al respecto, esta corporación ha reiterado 

que se trata de un derecho fundamental 

innominado ligado estrechamente a la 

dignidad humana, porque “constituye la 

porción de los ingresos del trabajador o 

pensionado que están destinados a la 

financiación de sus necesidades básicas, 

                                                             
38 Corte Constitucional. Sentencia T – 280 de 2015. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
39 Ver las Sentencia: T-920 de 2009 y T-686 de 2012. Igualmente, la Sentencia T-770 de 2013, haciendo 

referencia  a la Sentencia SU-995 de 1999 sostuvo: “Además, lo que se demanda en este punto no es cualquier 
prestación o necesidad subjetiva, sino el derecho a la pensión de vejez, concebida históricamente como una de 

las herramientas para lograr la liberación de la miseria, según la fórmula clásica del “Freedom from want” 

(liberación de la necesidad). En términos contemporáneos, dicho proyecto jurídico y político podría 

equipararse a la garantía del mínimo vital. // Al respecto, esta corporación ha reiterado que se trata de un 

derecho fundamental innominado ligado estrechamente a la dignidad humana, porque “constituye la porción 

de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, 

como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, 

la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la 

dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”. 



como son la alimentación, la vivienda, el 

vestido, el acceso a los servicios públicos 

domiciliarios, la recreación, la atención en 

salud, prerrogativas cuya titularidad es 

indispensable para hacer efectivo el derecho 

a la dignidad humana, valor fundante del 

ordenamiento jurídico constitucional”. 

17 T-114/1640 Sentencia de revisión de los fallos de tutela 

proferidos por la Sala Laboral de la Corte 

Suprema de Justicia y la Sala Penal de la 
misma corporación, en el trámite de la 

acción de amparo constitucional instaurada 

por el señor José Laureano Barrera 

Jiménez contra la Sala Laboral del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Cundinamarca, debido a que la empresa en 

mención no realizo el pago de la 

indexación de primera mesada pensional y 

realiza el amparo constitucional a lo que la 

corte determino revocar la sentencia y 

conceder el amparo solicitado por el 
accionante, ordenar  a Cristalería Peldar 

S.A., a Industrial de Materias Primas 

S.A.S. y a Vidriería Fenicia S.A.S. la 

reliquidación  de la indexación de la 

mesada pensional. 

 La ratios deciden se basó en el 

desconocimiento del precedente 

(SU.1073/12 y SU.131/13), que se origina 

cuando el juez ordinario, por ejemplo, 

desconoce o limita el alcance dado por esta 

Corte a un derecho fundamental, 
apartándose del contenido 

Al respecto, la Sala sostuvo que no 

compartía la declaratoria de cosa juzgada, 

pues reiterando lo establecido por la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional41, 

en el marco de aquel proceso laboral en el 

que se pretendía la indexación de la primera 

mesada pensional, sentencias como la C-862 

de 2006 debían ser tenidas en cuenta. De 

igual forma, consideró que «de acuerdo con 

el concepto de causa petendí que ha sido 

desarrollado por la jurisprudencia 

constitucional42, los jueces deben analizar el 

conjunto de hechos y argumentos jurídicos 

relacionados con las pretensiones elevadas 
por el demandante, a efectos de determinar 

si, en efecto, concurre la “triple identidad” 

que caracteriza la cosa juzgada. Y, desde ese 

punto de vista, la causa petendi del proceso 

posterior difería de la del proceso inicial, 

básicamente porque involucraba una 

pretensión de aplicar directamente la 

Constitución Política que no se hallaba 

presente en el primer trámite y que, además, 

tenía un pleno sustento en la jurisprudencia 

de la Sala Plena de esta Corporación»43. 

                                                             
40 Corte Constitucional. Sentencia T – 114 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.  
41 Específicamente, la Sala Primera sostuvo que esta Corporación ya había abordado en oportunidades previas 
asuntos semejantes al estudiado en dicha oportunidad, concretamente en las sentencias T-014 de 2008, T-130 

de 2009 y T-366 de 2009. 
42 Corte Constitucional. Sentencia T – 162 de 1998. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. En esa oportunidad la 

Corte estudió el caso de un senador que por los mismos hechos se le habían iniciado sucesivamente dos 

procesos, uno electoral y otro de pérdida de investidura, respectivamente. Como el primero había culminado 

con una sentencia a su favor invocó la excepción de cosa juzgada en el segundo, considerando que había 

identidad de sujetos y de objeto. La Sala estimó que no operaba el fenómeno de la cosa juzgada porque las 

razones jurídicas que soportaban los procesos eran diferentes. Respecto la causa para pedir la Corte sostuvo lo 

siguiente: “(…) la causa petendi contiene, por una parte, un componente fáctico constituido por una serie de 

hechos concretos y, de otro lado, un componente jurídico, constituido no sólo por las normas jurídicas a las 

cuales se deben adecuar los hechos planteados sino, también, por el específico proceso argumentativo que 
sustenta la anotada adecuación. En suma, es posible afirmar que la causa petendi es aquel grupo de hechos 

jurídicamente calificados de los cuales se busca extraer una concreta consecuencia jurídica”. 
43 Corte Constitucional. Sentencia T – 183 de 2012. M.P. María Victoria Calle Correa. // Además, la Sala 

Primera también destacó que según la ratio decidendi de las sentencias SU-120 de 2003  y C-862 de 2006, el 

derecho a la indexación pensional no nace como derecho innominado con esos fallos; pues esta garantía 

existía incluso antes de la Constitución Política de 1991, con fundamento en la equidad, y al entrar en vigencia 

la nueva Carta encontró nuevos cimientos en los mandatos contenidos en los artículos 48 y 53, que hacen 

referencia al mantenimiento del poder adquisitivo constante de los recursos destinados a pensiones y al reajuste 

periódico de dichas prestaciones. 



constitucionalmente vinculante del 

derecho fundamental vulnerado. 

18 T-566/1644 Sentencia de revisión del fallo dictado en 

segunda instancia el 6 de abril de 2016, por 

el Tribunal Administrativo de Caldas, que 

a su vez confirmó la decisión del 23 de 

febrero del mismo año del Juzgado Quinto 

Administrativo del Circuito de Manizales, 

en el sentido de negar la acción presentada 

por Liliana Patricia Ruiz Arango contra la 
Administradora Colombiana de Pensiones 

(COLPENSIONES). En razón a que se le 

negó el reconocimiento al pago de su 

pensión de sobreviviente por hijo invalido, 

considera que se le esta vulnerado los 

derechos:  al mínimo vital, a la seguridad 

social y al debido proceso administrativo 

 

La sala ordena revocar la sentencia y 

conceder el amparo constitucional, ordena 

a COLPENSIONES el reconocimiento de 
la pensión de vejez, indexado por el valor 

vigente desde la fecha hasta el 

fallecimiento de la señora Ana Arango de 

Ruiz y el debido proceso de afiliación. En 

el estudio la corte encuentra que la 

discapacidad proviene con antelación a la 

muerte de la señora, tiene una pérdida de la 

capacidad del 50% y que se encuentra en 

cumpliendo con relación al artículo 13 de 

la Ley 797 de 2003 para poder adquirir la 

pensión. 

Reiteración jurisprudencial del concepto 

cualitativo o multidimensional del derecho 

innominado mínimo vital:  

 

Como lo ha indicado la dogmática 

constitucional, el sentido inicial que la Corte 

Constitucional le dio al concepto del mínimo 

vital fue el derecho fundamental 

innominado como parte de una 

interpretación sistemática de la 

Constitución. Así, por ejemplo, en la 

sentencia T-426 de 1992 la Corte conoció el 

caso de un ciudadano de 69 años de edad 

que llevaba un año sin devengar su pensión. 

Al ordenar el pago de la misma, el Tribunal 

señaló que aunque la Constitución no 

contemplada un derecho a la subsistencia 

éste se deducía del derecho a la salud, a la 

vida, al trabajo y a la seguridad social. 
 

19 T-039/1745 Priscila Rosa Cuadrado Fernández contra 
la Unidad de Gestión Pensional y 

Parafiscal (UGPP).  La parte 

actora solicita la revisión del fallo 

dictado en segunda instancia el 6 

de julio de 2016, proferido por la 

Sala Civil del Tribunal Superior 

de Bucaramanga, en razón a que 

no se le reconoce el derecho a la 

indexación de la mesada 

pensional. 

La corte se pronuncia reiterando el derecho 

fundamental innominado al mínimo vital 

haciendo mención a la sentencia T-426 de 

1992. 

 

La ordena y concede el amparo a la 

accionante, ordena a la entidad reconocer el 

pago de la pensión, porque la corte considera 

que, porque las entidades deben garantizar 

los derechos de los asegurados sin que se le 

impongan cargas administrativas que no le 

corresponde al trabajador, y que es un 

derecho fundamental consagrado en el 
artículo 7 de ley 71 de 1998, en reconocer y 

pagar la pensión de jubilación por aportes en 

favor de la actora 

20 T-276/1746 Sentencia para revisión de los fallos 

proferidos el 7 de septiembre de 2016 por 

el Juzgado Promiscuo de Familia del 

Circuito Judicial de Guaduas 

En la Sentencia T-690 de 2015, la Corte 

Constitucional reconoció el carácter de la 

comunicación como derecho innominado 
protegido por la Carta y concedió la acción 

                                                             
44 Corte Constitucional. Sentencia T – 566 de 2016. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
45 Corte Constitucional. Sentencia T – 039 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
46 Corte Constitucional. Sentencia T – 276 de 2017. M.P. Aquiles Arrieta Gómez. 



Cundinamarca, dentro de la acción de 

amparo interpuesta por Oliver Alexander 

Fernández Guapacha contra Prepacol SAS 

(exp. T-5.903.939) y el 15 de julio de 2016 

por el Juzgado Segundo Penal del Circuito 

con Funciones de Conocimiento de Tunja, 

Boyacá, dentro del trámite de tutela 

instaurado por Luis Eduardo Lezama 

Campo contra el Establecimiento 
Penitenciario y Carcelario de Alta y 

Mediana Seguridad de Cómbita, Boyacá 

(exp. T-5.919.758). 

 

En razón a que no se les realizaban un buen 

servicio y mantenimiento a los equitos, la 

protección de sus derechos a la 

“comunicación”, a la igualdad y a la 

dignidad, supuestamente vulnerados por la 

accionada debido a que los teléfonos 

ubicados en el patio del Establecimiento 
Penitenciario y Carcelario en el que se 

encuentra recluido están fuera de servicio.  

 

 

de tutela en el caso de un trabajador en 

situación de discapacidad que fue 

sancionado con despido por utilizar el 

celular en horas de trabajo, pese a que lo 

utilizó para conocer la situación de su padre 

quien se encontraba hospitalizado. En dicha 

sentencia la Corte dijo “Si se tiene en cuenta 

que el artículo 94 de la Carta Política dispone 

que la enunciación de los derechos y 
garantías contenidos en la Constitución y en 

los convenios internacionales vigentes, no 

debe entenderse como negación de otros 

que, siendo inherentes a la persona humana, 

no figuren expresamente en ellos, aun 

cuando el derecho a la comunicación no se 

desarrolle expresamente en un precepto 

puntual en la Constitución, es un derecho 

inherente a la persona.” 

La sala determino revocar y tutelar los 

derechos fundamentales de los accionados, 
adicional al INPEC la función de dictar 

medidas adecuadas para evitar la 

propagación de abusos en las tarjeta de los 

equipos, con ocasión a que, se está 

vulnerando el derecho a la comunicación de 

la población carcelaria, es decir, la corte 

indica que le corresponde a esta tener en su 

posición de garantizar la prestación del 

servicio, la vigilancia del funcionamiento de 

los equipos, e implementar nuevas 

tecnología para permitir el acceso a la 
comunicación. 

21 T-311/1747 Sentencia para revisión del fallo proferido 

en primera instancia por la Sala Séptima de 

Decisión Civil y de Familia del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de 

Barranquilla, el trece (13) de octubre de 

dos mil dieciséis (2016), (2016).   

 

Mario interpuso acción de tutela en contra 

del Juzgado Primero de Familia Oral del 

Circuito de Barranquilla (Atlántico), con 

ocasión del fallo proferido el veintiséis 

Se ha determinado que el sistema de fuentes 

de los derechos fundamentales en el marco 

constitucional colombiano comprende: (a) 

los derechos contenidos en el Capítulo I 

Título II de la Carta Política; (b) aquellos 

reconocidos como derechos humanos que se 

desprende del bloque de constitucionalidad -

estrictu sensu-48; (c) los innominados49 

producto de la cláusula numerus apertus50 

del artículo 94 de la Constitución de 1991; y 

(d) fundamentales por conexidad51. 

                                                             
47 Corte Constitucional. Sentencia T – 311 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
48 Ver las Sentencias: C- 225 de 1995. M.P. Alejandro Martínez Caballero, Sentencia C-574 de 1992.M.P. Ciro 

Angarita Barón. 
49 Ver, entre muchas otras, las Sentencias C- 038 de 1995, M.P. Alejandro Martínez Caballero, C- 109, M.P. 

Alejandro Martínez Caballero, T-881 de 2002, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. T-1103 de 2000, M.P. Álvaro 

Tafur Galvis, T-289 de 1998, M.P. Fabio Morón Díaz. 
50 Ver. Artículo 94. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los convenios 

internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona 

humana, no figuren expresamente en ellos. 
51 Ver, entre muchas otras, las Sentencias T-571 de 1992, M.P. Jaime Sanin Greiffenstein, T-630 de 2004,M.P. 

Marco Gerardo Monroy Cabra, T-984 de 2004, M.P. Humberto Sierra Porto,T-524 de 2007,M.P. Clara Inés 

Vargas Hernández, T-561A de 2007,M.P. Rodrigo Escobar Gil, T-572 de 2007,M.P. Manuel José Cepeda 



(26) de mayo de dos mil dieciséis (2016), 

en el cual no se accedió a la pretensión de 

la demanda de fijar la custodia y los 

cuidados personales de su hijo menor de 

edad a su cargo. 

 

La sala considero proteger el derecho de 

peticionarios y que bajo reserva el nombre 

del menor. Revoca la sentencia y tutela los 
derechos invocados por el accionado (a la 

dignidad humana, al interés superior del 

menor de edad, a tener una familia y a no 

ser separada de ella, derecho fundamental 

al amor ) con ocasión a que,  no se 

encuentra ningún defecto factico, para que 

se haga el seguimiento y garantizar los 

 

Posteriormente, esta Corporación tamizó 

estos dos contenidos de los derechos 

fundamentales en tres subreglas 

constitucionales aplicables para determinar 

el contenido fundamental: (i) la conexión 

directa con los principios constitucionales52 

y en especial con la dignidad humana; (ii) la 

eficacia directa53; y (iii) la existencia de un 
contenido esencial que se regula en el 

derecho positivo constitucional54. Las 

mencionadas subreglas tienen como 

objetivo determinar cuándo se está en 

presencia de una norma subjetiva con 

contenido fundamental55.  

 

                                                             
Espinosa, T-577 de 2007,M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-233 de 2008, M.P. Clara Inés Vargas 

Hernández y C-463 de 2008, M.P. Jaime Araújo Rentería. 
52 Corte Constitucional. Sentencia T– 406 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón. “(…) los principios 

constitucionales son la base axiológico-jurídica sobre la cual se construye todo el sistema normativo. En 

consecuencia, ninguna norma o institución del sistema puede estar en contradicción con los postulados 

expuestos en los principios. De aquí se deriva el hecho de que toda la discrecionalidad otorgada a los órganos 

y creadores del derecho debe estar fundada a partir del hilo conductor de los principios. La movilidad del 

sentido de una norma se encuentra limitada por una interpretación acorde con los principios constitucionales. 
Los derechos fundamentales son, como todas las normas constitucionales, emanación de los valores y 

principios constitucionales, pero su vinculación con estos es más directa, más inmediata, se aprecia con mayor 

evidencia. Todo derecho fundamental debe ser emanación directa de un principio” (Subraya fuera de texto 

original).  
53 Corte Constitucional. Sentencia T– 406 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón. “Para que un derecho 

constitucional pueda ser considerado como fundamental, debe además ser el resultado de una aplicación 

directa del texto constitucional, sin que sea necesario una intermediación normativa; debe haber una 

delimitación precisa de los deberes positivos o negativos a partir del sólo texto constitucional. Por lo tanto, en 

normas que poseen una "textura abierta", como por ejemplo las que establecen meros valores constitucionales, 

a partir de la cual el legislador entra a fijar el sentido del texto, no podrían presentarse la garantía de la tutela. 

Está claro que no puede ser fundamental un derecho cuya eficacia depende de decisiones políticas eventuales. 
Ahora bien, la eficacia directa no se reduce a los derechos de aplicación inmediata o a los derechos humanos 

de la llamada primera generación. En algunos casos los derechos económicos, sociales y culturales pueden 

ser objeto de protección especial por medio de la tutela; tal es el caso del artículo 50 sobre los derechos de los 

niños; los derechos consagrados en el inciso segundo del artículo 53 sobre principios mínimos fundamentales 

de los trabajadores; el derecho establecido en el artículo 73 sobre obtención de información contenida en 

documentos públicos”.  
54 Corte Constitucional. Sentencia T– 406 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón. “Existe un ámbito necesario e 

irreductible de conducta que el derecho protege, con independencia de las modalidades que asuma o de las 

formas en las que se manifieste. Es el núcleo básico del derecho fundamental, no susceptible de interpretación 

o de opinión sometida a la dinámica de coyunturas o ideas políticas. El concepto de "contenido esencial" es 

una manifestación del iusnaturalismo racionalista del siglo XVIII, según el cual, existe un catálogo de derechos 
anteriores al derecho positivo, que puede ser establecido racionalmente y sobre el cual existe claridad en 

cuanto a su delimitación conceptual, su titularidad y el tipo de deberes y obligaciones que del se derivan.  Según 

esto, quedan excluidos aquellos derechos que requieren de una delimitación en el mundo de las mayorías 

políticas. Los derechos sociales, económicos y culturales de contenido difuso, cuya aplicación está 

encomendada al legislador para que fije el sentido del texto constitucional, no pueden ser considerados como 

fundamentales, salvo aquellas situaciones en las cuales en un caso específico, sea evidente su conexidad con 

un principio o con un derecho fundamental”. 
55 Ver las Sentencia: T– 406 de 1992. M.P. Ciro Angarita Barón. Supra.Cit. y Sentencia T– 227 de 2003. M.P. 

Eduardo Montealegre Lynett. 



derechos del menos, por lo que se ordena 

la regulación de visita y custodia del menor 

invocando el derecho fundamental al amor 

del niño, en pro de garantiza sus 

obligaciones constitucionales, es decir, 

canalizar controversias para garantizar el 

interés superior de los hijos 

22 T-410/1756 Sentencia para la revisión de los fallos 

dictados por los respectivos jueces de 

instancia, dentro de los asuntos 
identificados en la referencia, de acuerdo 

con lo dispuesto en los artículos 86 de la 

Constitución Política y 33 del Decreto 

2591 de 1991. Las Salas Primera y Tercera 

de Selección de Tutelas, mediante sendos 

autos del 27 de enero y el 16 de marzo de 

2017, resolvieron seleccionar para su 

revisión los procesos ya identificados, y 

por presentar unidad de materia, ordenaron 

acumularlos entre sí para ser fallados en 

una misma sentencia, con ocasión a que 
son personas víctimas del conflicto armado 

y solicitan una ayuda humanitaria.  

 

La corte considera del análisis de los 

expedientes, que la entidad no presento una 

respuesta oportuna, se dividieron en dos 

grupos el primero que tuvo respuesta tardía 

las cuales fueron revocadas y declara la 

imprudencia por carácter actual del objeto 

ante el hecho superado, al haber sido 

resueltas y los segundo que no recibiera 
respuesta ordenar a la entidad una 

respuesta de respuesta fondo y ordena 

amparar los derechos del derecho petición, 

al mínimo vital  y revocar la decisión para 

dichos grupo. 

La corte se pronuncia reiterando el derecho 

fundamental innominado al mínimo vital 

haciendo mención a la sentencia T-426 de 

1992. 
Como un esfuerzo por unificar los criterios 

para atender los casos que se desprenden del 

bloqueo institucional que enfrenta la 

UARIV, la Sala de Revisión reiterará los 

exhortos realizados por la Sala Especial de 

Seguimiento de la Sentencia T-025 de 2004 

en el Auto 206 de 2007, en lo referente a la 

forma como los jueces de tutela deben 

resolver los amparos presentados por 

violación del derecho de petición ante 
solicitudes incoadas por las víctimas con el 

fin de recibir la ayuda humanitaria o la 

indemnización administrativa. Además, 

atendiendo que en dicho Auto la Sala de 

Seguimiento también profirió unas órdenes 

concretas con el objetivo de que la UARIV 

superara el bloqueo institucional57. 

23 T-436/17 El señor Gerardo Ordóñez Chacón, a través 

de apoderado judicial, presentó acción de 

tutela el 16 de noviembre de 2016 en contra 

La corte se pronuncia reiterando el derecho 

fundamental innominado al mínimo vital 

                                                             
56 Corte Constitucional. Sentencia T – 410 de 2017. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
57 En particular, el numeral séptimo del Auto 206 de 2017 dispuso lo siguiente: “Séptimo.- ORDENAR al 

Director de la Unidad para las Víctimas que, en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 

y del Departamento Nacional de Planeación, reglamente el procedimiento que deben agotar las personas 
desplazadas para la obtención de la indemnización administrativa, con criterios puntuales y objetivos, cuyas 

fases se deben tramitar en periodos determinados en el transcurso de los seis (6) años adicionales a los 

inicialmente contemplados, en los términos descritos en este pronunciamiento. El Director de la Unidad para 

las Víctimas tiene hasta el treinta y uno (31) de diciembre de dos mil diez y siete (2017) para reglamentar este 

procedimiento, y deberá presentar en esa fecha un informe, en medio físico y magnético ante esta Sala Especial, 

exponiendo los resultados alcanzados. En este documento se deberá hacer un nuevo diagnóstico de la 

problemática general que se aborda en este pronunciamiento, tanto en lo concerniente a la ayuda humanitaria 

como a la indemnización administrativa, con la finalidad de evaluar el impacto de las medidas adoptadas en 

el mismo, junto con la necesidad de mantenerlas o modificarlas”.  

 



de la Sala Laboral del Tribunal Superior de 

Bogotá.  

 

El peticionario considera que la entidad 

demandada vulneró sus derechos 

fundamentales al mínimo vital y a la 

seguridad social. 

 

A lo que la corte concluyo revocar y 
conceder el amparo de sus derechos 

fundamentales invocados., con razón a 

que, la corte busco la condición más 

beneficios para salva guardar los derechos 

a la seguridad social y el mínimo vital con 

razón a el acuerdo 049 de 1990 que el 

desconocimiento del mismo los vulnera y 

que en el caso en concreto no se tuvo en 

cuenta las semanas cotizadas para 

determinar si era o no beneficiario, por 

dicho desconocimiento se revoca la 
decisión 

haciendo mención a la sentencia T-426 de 

1992. 
 

La Corte Constitucional reitera que, en 

consonancia con el principio de la condición 

más beneficiosa, y para salvaguardar los 

derechos a la seguridad social y mínimo 

vital, el Acuerdo 049 de 1990 admite la 

acumulación de semanas cotizadas sin 
importar si el origen de las mismas es 

público o privado. En ese sentido, los jueces 

laborales que desconozcan dicha 

interpretación, incurren en un defecto 

sustantivo que vulnera materialmente los 

derechos al mínimo vital y a la seguridad 

social de los ciudadanos. A su vez, la Sala 

encontró que a partir de los precedentes 

fijados por la Corporación frente a la mora 

patronal y las obligaciones de calidad de la 

información de la historia laboral. 

24 T-739/1758 Orlando Pito Tombe, Gobernador del 

Cabildo Nasa Jerusalén San Luis Alto 

Picudito, Consejero y Representante Legal 

de la Asociación Consejo Regional del 

Pueblo Nasa del Putumayo – Kwe´sx 

Ksxa´w “Nuestros sueños”, presentó, el 

diez (10) de febrero de 2012, acción de 

tutela contra el Ministerio del Interior; el 

Ministerio de Ambiente, Vivienda y 

Desarrollo Territorial; el Instituto 

Colombiano de Desarrollo Rural – 
INCODER; y el Ministerio de Agricultura 

y Desarrollo Rural, porque no se cumple 

con la eficiencia, eficacia y celeridad con 

las que se realizan las actividades 

administrativas respecto de la constitución 

de resguardos y reconocimiento étnico de 

las comunidades indígenas 

 

Derechos invocados: a la vida, a la libertad, 

a la igualdad, al territorio, a la consulta 

previa, a la participación, a la propiedad 

colectiva y al debido proceso de las 
comunidades indígenas Nasa del 

departamento del Putumayo 

 

La decisión de la corte, revocar la sentencia 

y ordenar el amparo constitucional de las 

comunidades accionantes, ordena el 

reconocimiento de la comunidad, toda vez 

que no se conoce una política pública para 

el reconocimiento de entidad, pero con 

La Corte ha reconocido que éste es un 

derecho fundamental innominado, de 

carácter colectivo, cuyos titulares son las 

comunidades indígenas, negras, raizales, 

palenqueras y afrocolombianas. Más aún, ha 

dicho que es un derecho susceptible de 

protección por vía de la acción de tutela, a 

partir de la regla establecida en la Sentencia 

SU-037 de 1997. 
 

En la Sentencia C-1051 de 2012, 
recogiendo lo expresado en decisiones 

anteriores, la Corte precisó que la consulta 

previa procede respecto de las decisiones 

administrativas y legislativas del Estado 

“que afecten directamente a las 

comunidades étnicas”; esto es, en los casos 

en que la respectiva medida produce un 

impacto directo, particular y concreto sobre 

las comunidades tradicionales. Ello, “en 

contraposición con las políticas que afectan 

en condiciones de generalidad a todas las 

personas, y que no contemplan medidas que 
incidan directamente en los grupos étnicos, 

las cuales no están sujetas a consulta 

previa. En este último caso, la participación 

de las comunidades diferenciadas se 

garantiza a través de los mecanismos 

generales o específicos de participación a 

los cuales ya se hizo expresa referencia”59. 

                                                             
58 Corte Constitucional. Sentencia T – 739 de 2017. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
59 Corte Constitucional. Sentencia C – 1051 de 2012. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 



ocasión al precedente de la sentencia T - 

425 de 2014determinó que la relación de 

los pueblos indígenas con su herencia 

cultural no se pierde ni se limita al factor 

territorial específico, pues esta se 

encuentra en su identidad étnica, asunto 

que se evidencia en los grupos indígenas 

urbanos. 

25 SU-123/1860 Sentencia de revisión de los fallos de tutela 

proferidos el 17 de febrero de 2015, por el 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Mocoa (Putumayo). 

  

Acción de tutela instaurada por Juvencio 

Nastacuas Pai contra el Ministerio del 

Interior, la Autoridad Nacional de 

Licencias Ambientales -ANLA- y el 

Consorcio Colombia Energy, conformado 

por VETRA E&P Colombia S.A.S, 

Petrotesting Colombia S.A y Southeast 

Investment Corporation, situación radica 
por la explotación de hidrocarburos. 

 

La Corte constitucional decide revocar la 

sentencia y conceder el amparo 

constitucional a la comunidad indígena 

Awá La Cabaña, ordenar a los ministerios 

de licencia ambientales, para adelantar el 

proceso de consulta. Porque se inobservo 

el deber de diligencia en el 

reconocimiento, sobre las tierras, 

territorios, y recursos naturales, el deber de 
diligencia a consultar. 

La consulta previa es un derecho 

fundamental innominado desde 1997, 
cuando la jurisprudencia otorgó esa calidad 

a la consulta previa. No obstante, en la 

providencia de 2008 la Sala Plena reseñó un 

gran número de casos que decidieron 

circunstancias fácticas anteriores al año de 

1997. Además, como lo advirtió la Corte 

IDH en el caso Sarayaku Vs. Ecuador, ese 

tratado internacional (el Convenio 169) 

“aplica en relación con los impactos y 

decisiones posteriores originados en 

proyectos petroleros, aún cuando éstos 
hubieran sido contratados con anterioridad 

a la entrada en vigor del mismo.”61 

 

La Corte Constitucional concluye que la 

Agencia Nacional de Licencias Ambientales 

desconoció los derechos de la parcialidad 

indígena Awá “La Cabaña”, al emitir las 

Resoluciones No.0937 de 2009, 1930 de 

2010 y 551 de 2014 de 2014 por las cuales 

se autorizó el proyecto denominado 

“desarrollo de los Campos Quinde, cohembi 
y Quillacinga”. 

26 T-296/1862 Sentencia para revisión del fallo de 

segunda instancia, el 4 de octubre de 2017, 

en el proceso de tutela promovido por 

Jhonatan Andrés Riátiga Rueda y otros 

siete accionantes contra el Juzgado 62 

Administrativo de Bogotá, busca que al 

fallo le apliquen el control de 

convencionalidad por no permitir el acceso 

a las personas administración de justicia y 

reparación a las víctimas. 

 

La corte ordena revocar y conceder el 
amparo invocado, dejar sin efectos, debido 

que las providencias desconocieron 

abiertamente los derechos a la reparación a 

las víctimas y el acceso a la administración, 

La Carta Política de 1991 no consagró de 

forma expresa el derecho de las víctimas de 

conductas punibles a obtener reparación por 

el daño sufrido, la Corte Constitucional 

reconoció los derechos a la verdad, a la 

justicia y a la reparación a partir de distintas 

cláusulas constitucionales y del bloque de 

constitucionalidad, como derechos 

innominados, intrínsecos al ser humano.63 

 

Mediante el Acto Legislativo 02 de 2002 se 

reformó la Constitución para introducir el 
sistema penal acusatorio, y se hizo referencia 

expresa al derecho de las víctimas a la 

reparación integral. De conformidad con el 

artículo 250 de la Constitución, corresponde 

                                                             
60 Corte Constitucional. Sentencia SU – 123 de 2018. M.P. Alberto Rojas Ríos y Rodrigo Uprimny Yepes. 
61 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso del Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku  Vs Ecuador 

párr. 176. 
62 Corte Constitucional. Sentencia T – 296 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado.  
63 Corte Constitucional. Sentencia C – 344 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 



se revoca por violación directa a la 

constitución. 

a la Fiscalía General de la Nación 

“[s]olicitar ante el juez de conocimiento las 

medidas judiciales necesarias para la 

asistencia a las víctimas, lo mismo que 

disponer el restablecimiento del derecho y la 

reparación integral a los afectados con el 

delito”. 

 

27 T-344/1864 Sentencia para revisión de las sentencias 

dictadas en segunda instancia por la Sala 
Laboral del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Tunja (T-6675510), y en única 

instancia por el Juzgado Sexto de 

Ejecución de Penas y Medidas de 

Seguridad de Bucaramanga (T-6712386) 

promovidas en forma independiente, por 

Diego Fernando López Baquero y 

Marlinyer Velasco Superlano contra el 

Instituto Colombiano de Crédito Educativo 

y Estudios Técnicos en el Exterior – 

ICETEX. Con el fin de garantizar el pago 
del subsidio de sostenimiento. 

 

Derechos invocados: a la igualdad, al 

mínimo vital y a la educación. 

La sala tomo la decisión frente a la señora 

Sandra, negar la solicitud, porque existe un 

error mecanográfico, pero ella solicitaba 

que le pagara los periodos con anterioridad 

y lo mismo fueron liquidados en el 2016. 

Ahora bien, para el señor Diego ordena la 

liquidación de las deudas y pague desde el 
2017 hasta la fecha, ya que no han sido 

canceladas a la fecha de la tutela. 

La corte se pronuncia reiterando el derecho 

fundamental innominado al mínimo vital 
haciendo mención a la sentencia T-426 de 

1992. 

 

El mínimo vital está compuesto por la 

porción de los ingresos de cada sujeto que 

están destinados a la financiación de sus 

necesidades básicas y que son 

indispensables para hacer efectivo el 

derecho a la dignidad humana. En esa 

medida, para determinar su alcance, el juez 

constitucional debe realizar su análisis a 
partir de calificaciones materiales y 

cualitativas que dependen de cada caso 

concreto. 

 

La jurisprudencia constitucional establece 

que la educación, en tanto derecho 

fundamental, (i) es necesaria para la 

efectividad de la cláusula general de 

igualdad; (ii) permite el desarrollo integral 

de las personas y la realización de sus demás 

derechos; (iii) guarda íntima conexión con la 
dignidad humana; y (vi) resulta 

indispensable para la equidad y la cohesión 

social. 

28 T-404/1865 Sentencia para revisión del fallo proferido 

el 19 de diciembre de 2017, por la Sala 

Civil-Familia del Tribunal Superior de 

Antioquia, mediante el cual negó la acción 

de tutela en estudio y, en consecuencia, 

revocó la providencia dictada el 13 de 

octubre de 2017 por el Juzgado Promiscuo 

de Familia de Apartadó (Antioquia), en la 

que se accedió a la protección de los 

derechos fundamentales del demandante.  
 

El accionante nació el 24 de julio de 1939, 

por lo que en el momento tiene 79 años. 

Conforme con su historia clínica fue 

diagnosticado con cáncer de pulmón, por 

lo cual fue sometido recientemente a una 

La corte se pronuncia reiterando el derecho 

fundamental innominado al mínimo vital 

haciendo mención a la sentencia T-426 de 

1992. 

 

El derecho fundamental innominado 

mínimo vital se ha definido como aquel que 

tienen todas las personas de vivir en 

condiciones dignas, es decir, aquellas que 

garanticen al pensionado acceder a un 
ingreso periódico que les permita satisfacer 

sus necesidades básicas, como son la 

alimentación, el vestuario, la vivienda, el 

acceso a los servicios públicos domiciliarios, 

la atención en salud, la educación, entre 

otras66. Prerrogativas que resultan 

                                                             
64 Corte Constitucional. Sentencia T – 344 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
65 Corte Constitucional. Sentencia T – 404 de 2018. M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 
66 Ver las Sentencias: T-280 de 2015, T-920 de 2009 y T-686 de 2012. Igualmente, la Sentencia T-770 de 2013, 

haciendo referencia  a la Sentencia SU-995 de 1999 sostuvo: “Además, lo que se demanda en este punto no es 



intervención quirúrgica y, en la actualidad 

se encuentra en recuperación. 

Adicionalmente, padece hipertensión, 

dislipidemia, anemia, nefropatía e 

insuficiencia renal, entre otros.  Solicita el 

pago de la mesada pensional. 

 

La corte decide ordena revocar la sentencia 

y conceder el amparo constitucional, 
porque no se verifico el pago de la pensión 

del demandante, es decir, que nunca existió 

una liquidación y que adicionalmente se le 

agrava su situación por retirar al señor con 

las comorbilidades anunciadas. 

indispensables para hacer efectivo el 

derecho a la dignidad humana, piedra 

angular del ordenamiento jurídico 

constitucional. 

29 T-411/1867 Sentencia para revisión del fallo de 

segunda instancia de 23 de enero de 2018, 

proferido por la Sala de Decisión Civil – 

Familia del Tribunal Superior de 

Manizales. Mediante el cual pide que se le 

resguarde el derecho a la vida, a la 

seguridad personal, al ser un sujeto de 
espacial protección “Líder de comunidad 

indígena” 

 

Derechos invocados:  seguridad personal 

 

La Corte ha reiterado que la seguridad 

personal es un derecho fundamental 

innominado. A pesar de que no está previsto 

por la Constitución Política como tal, con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 94 

ibídem68, la seguridad personal es un derecho 

fundamental, habida cuenta de su intrínseca 
relación con la dignidad humana69 y con 

derechos como la vida70 y la integridad 

personal71, así como con el deber general de 

protección de las personas y de sus derechos 

a cargo del Estado72, entre otros73.  

                                                             
cualquier prestación o necesidad subjetiva, sino el derecho a la pensión de vejez, concebida históricamente 

como una de las herramientas para lograr la liberación de la miseria, según la fórmula clásica del “Freedom 

from want” (liberación de la necesidad). En términos contemporáneos, dicho proyecto jurídico y político 

podría equipararse a la garantía del mínimo vital. || Al respecto, esta corporación ha reiterado que se trata de 

un derecho fundamental innominado ligado estrechamente a la dignidad humana, porque “constituye la 

porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades 

básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la 

recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho 

a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”. 
67 Corte Constitucional. Sentencia T – 411 de 2018. M.P. Carlos Bernal Pulido.  
68 Art. 94 de la CP. “La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la Constitución y en los 

convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la 

persona humana, no figuren expresamente en ellos”. 
69 Corte Constitucional. Sentencia T – 719 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
70 Art. 11 de la CP. “El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte”. 
71 Art. 12 de la CP. “Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes”. 
72 Art. 2 de la CP. “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 

garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 

participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”. 
73 Corte Constitucional. Sentencia T – 719 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. “el Constituyente 

prohibió explícitamente la sujeción de las personas a ciertos riesgos que consideró inaceptables: el riesgo de 

ser sometidas a tortura, desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (art. 12, C.P.), 

el riesgo de ser sometidas a esclavitud, servidumbre o trata (art. 17, C.P.), el riesgo de ser molestadas por sus 

convicciones o creencias (art. 18, C.P.), el riesgo de ser molestadas directamente en su persona o en su familia 

(art. 28, C.P.), el riesgo de ser objeto de persecución en forma tal que deban buscar asilo (art. 34, C.P.), los 

múltiples riesgos a los que están expuestos los niños, entre ellos los peligros patentes de ‘toda forma de 



Estas decisiones se profirieron en el marco 

de la acción de tutela promovida por el 

Defensor Público de la Defensoría del 

Pueblo.  

 

La corte concluye revocando la sentencia y 

conformando la sentencia parcialmente de 

primera instancia, debido a que es un sujeto 

de especial protección que requiere de un 
esquema de seguridad, y por ello que se 

solicita el reintegro de la sentencia de 

primera instancias al cumplir con el 

requisito de subsidiariedad. 

 

La Corte ha señalado que el derecho 

innominado a la seguridad personal ampara 

“a los individuos frente a ciertos riesgos 

contra su vida e integridad personal”74. Al 

respecto, en la sentencia T-719 de 2003, la 

Corte se preguntó ¿Cuáles son los tipos de 

riesgo cubiertos por el derecho a la 

seguridad personal? Desde entonces, la 
Corte ha respondido de manera uniforme que 

esos “riesgos deben ser [como mínimo] 

extraordinarios”75, bajo el entendido que “el 

derecho a la seguridad personal no es una 

garantía de inmunidad frente a cualquier 

contingencia, riesgo o peligro”, es decir, que 

este derecho no “comprende vivir libre de 

temores, ni tampoco la supresión de toda 

suerte de riesgos”76.  
30 SU-599/1977 Sentencia para revisión de los fallos de 

tutela proferidos el veinticinco (25) de julio 

de dos mil dieciocho (2018), por el 
Juzgado Treinta y Uno Civil del Circuito 

de la Ciudad M, en primera instancia, y el 

trece (13) de febrero de dos mil diecinueve 

(2019), por el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de la Ciudad M, en 

segunda instancia, dentro de la acción de 

tutela instaurada por las señoras Juliana 

Laguna Trujillo y Mariana Ardila Trujillo, 

como apoderadas judiciales de la señora 

Helena, contra la Unidad de Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas – 
UARIV – y Capital Salud E.P.S.  

 

La Sala ordena revocar la sentencia y ordena 

el amparo de los derechos, ordena al UARIV 

incluya a la accionada, realice y preste 
servicios psicosociales y psicológicos, 

ordena Capital Salud EPS prestar los 

servicios de salud, con ocasión al ser sujetos 

de especial protección constitucional. 

 

La Constitución de 1991, denominado “De 

los derechos fundamentales”, zanjó en la 

jurisprudencia78 a partir del reconocimiento 

de la interdependencia e indivisibilidad de 

todos los derechos humanos; pero cabe 

preguntarse si este desarrollo habría sido 
posible si se hubiera concebido, de entrada, 

que para que el juez constitucional 

procediera a analizar el fondo del asunto, la 

acción de tutela debía invocar expresa y 

formalmente la violación o amenaza de un 

“derecho fundamental”. Tampoco es claro 

qué habría pasado con los derechos 

innominados (el mínimo vital, el acceso al 

agua potable, entre otros) que no tienen un 

correlato directo en el texto constitucional79. 

                                                             
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos 

riesgosos’ (art. 44, C.P.), los múltiples riesgos a los que se enfrentan las personas de la tercera edad, 

especialmente en casos de mala alimentación (art. 46), o los innegables peligros a los que están sometidos 
quienes desarrollan actividades periodísticas en nuestro país (art. 73)”. 
74 Corte Constitucional. Sentencia T – 719 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
75 Id.  
76 Id.  
77 Corte Constitucional. Sentencia SU – 599 de 2019. M.P. Cristina Pardo Schlesinger. 
78 Sobre la interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos en la Corte Constitucional, ver 

sentencias C – 288 de 2012. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva; C – 753 de 2013. M.P. Mauricio González Cuervo; 

y C – 520 de 2016. M.P. María Victoria Calle Correa, entre otras. 
79 Corte Constitucional. Sentencia SU – 599 de 2019. Salvamento de voto. Diana Fajardo Rivera. 



31 T-113/1980 Acción de tutela contra providencia 

judicial. Exceso ritual manifiesto. 

Facultades oficiosas del juez contencioso 

administrativo en el proceso de reparación 

directa, del señor Marco Elías García y 

otros cinco accionantes en contra  

 

Invoco lo derechos fundamentales al 

acceso a la administración de justicia, al 
debido proceso y a la reparación, que 

consideran vulnerados por la providencia 

mencionada, debido a que a través de ésta 

el Tribunal se negó a reconocer su 

parentesco con la víctima. 

 

La corte decide revocar la sentencia y 

conceder el amparo, dejar sin efecto la 

sentencia proferida con anterioridad, toda 

vez que si existe indicios de la elación de 

parentesco de los familiares con la víctima 
o del hecho dañoso. Con la relación a la 

providencia incurrió en los defectos 

procedimentales por exceso ritual 

manifiesto y factico, en la medida que el 

tribunal desconoció a ejercer las facultades 

oficiosas con el fin de obtener el registro 

civil de nacimiento de la victimas directa. 

A pesar de que la Carta Política de 1991 no 

consagró de forma expresa el derecho de las 

víctimas a obtener reparación por el daño 

sufrido, la Corte Constitucional reconoció 

los derechos a la verdad, a la justicia y a la 

reparación a partir de distintas cláusulas 

constitucionales y del bloque de 

constitucionalidad, como derechos 

innominados, intrínsecos al ser humano81. 
 

El derecho de acceso a la administración de 

justicia ha sido definido por la jurisprudencia 

constitucional como “la posibilidad 

reconocida a todas las personas residentes 

en Colombia de poder acudir en condiciones 

de igualdad ante los jueces y tribunales de 

justicia, para propugnar por la integridad 

del orden jurídico y por la debida protección 

o el restablecimiento de sus derechos e 

intereses legítimos, con estricta sujeción a 
los procedimientos previamente 

establecidos y con plena observancia de las 

garantías sustanciales y procedimentales 

previstas en las leyes”82. 

32 T-386/1983 Acción de tutela instaurada por Juana 

contra la Secretaría de Educación 

Departamental de Caquetá (SED Caquetá). 

 

Sentencia para revisión del fallo de tutela 
de segunda instancia proferido el 13 de 

diciembre de 2018 por el Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Florencia -Caquetá-

, -Sala Primera de Decisión- por la posible 

vulneración de los derechos a la vida, a la 

integridad, a la seguridad y a la intimidad 

de la accionante y de su hijo menor de 

edad, solicita la inscripción al RUV por un 

hecho victimizarte de desplazamiento 

forzado. 

 

La corte constitucional decide revocar la 
sentencia y ordenar el amparo 

constitucional, con ocasión a que se 

La jurisprudencia84 ha señalado que los 

educadores pueden solicitar traslado laboral 

por razones de seguridad debidamente 

comprobadas,85 es decir, sustentadas en 

pruebas y medios de convicción que 
permitan concluir que el nivel de riesgo del 

docente es real, serio y objetivo. 

El artículo 86 de la Constitución y del 

Decreto 2591 de 1991 (legitimidad en la 

causa por activa, legitimidad en la cusa por 

pasiva, inmediatez y subsidiariedad), abre 

dicho análisis con un requisito adicional, que 

denomina “relevancia constitucional”. 

Según la motivación aprobada por la 

mayoría de la Sala, este requisito consiste en 

que el caso debe involucrar “algún debate 

jurídico que gira en torno al contenido, 

                                                             
80 Corte Constitucional. Sentencia T – 113 de 2019. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
81 Corte Constitucional. Sentencia C – 344 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
82 Corte Constitucional. Sentencia C – 426 de 2002. M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
83 Corte Constitucional. Sentencia T – 386 de 2019. M.P. Alberto Rojas Ríos. 
84 Ver las Sentencias: T- 095 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; T- 664 de 2011. M.P. Jorge Ivan 

Palacio Palacio; y T- 797 de 2005. M.P. Jaime Araújo Rentería. 
85 El Articulo 53 Decreto Ley 1278 de 200 establece que la solicitud de traslado, cuando se motiva en razones 

de seguridad, deben estar sustentadas en pruebas y medios de convicción que permitan concluir que el nivel de 

riesgo del educador es real, serio y objetivo. 



encuentra razones de seguridad 

debidamente comprobadas, ósea, haber 

sufrido la amenaza en contra de su vida, ser 

víctima del conflicto armado, ubica al 

accionante en una posición de riesgo. 

alcance y goce de cualquier derecho 

fundamental”86.  

33 SU-146/2087 Sentencia para revisión de los fallos 

emitidos por la Corte Suprema de Justicia, 

en primera instancia, por la Sala de 

Casación Civil el 23 de abril de 2019 y, en 

sede de impugnación, por la Sala de 
Casación Laboral el 30 de julio de 2019, 

que negaron las pretensiones de la acción 

de tutela presentada por Andrés Felipe 

Arias Leiva en contra la Sala de Casación 

Penal de la referida Corporación Judicial. 

 

Derechos invocados: al debido proceso, a 

la doble instancia, al recurso judicial 

efectivo, de acceso a la administración de 

justicia, a la aplicación inmediata de los 

artículos 29 y 31 de la Constitución, y a los 
principios de buena fe y confianza 

legítima. 

 

La corte decide conceder el amparo, 

revocar la sentencia, dejar sin efectos, para 

realizar la impugnación de la condena, toda 

vez que este tipo de sentencia no altera el 

carácter de cosa juzgada, no permite 

considerar la prescripción penal, dicha 

impugnación es una garantía 

constitucional. 

Aunque es evidente que la aproximación y la 

consolidación del bloque de 

constitucionalidad encuentra un soporte 

indiscutible en el artículo 93, las 

posibilidades para admitir una incorporación 
de derechos y principios al Ordenamiento 

Superior no se agotan en su inciso primero. 

A partir del imperativo de que exista una 

disposición permisiva en la Constitución 

para efectuar dicha incorporación88, la 

jurisprudencia ha destacado que existen 

otras cláusulas de remisión que cumplen una 

función idéntica. Así, por ejemplo, se ha 

referido a los siguientes artículos superiores: 

(i) 5 y 94, sobre derechos innominados y 

supremacía de derechos inalienables del ser 
humano; (ii) 53, respecto de los convenios 

internacionales de trabajo debidamente 

ratificados89; (iii) 101.2, referido a tratados 

limítrofes o de límites; y, (iv) 214.2, en 

cuanto a reglas del Derecho Internacional 

Humanitario. Además, en tratándose del 

bloque de constitucionalidad en sentido lato, 

ha indicado que las cláusulas de remisión se 

encuentran en los artículos 151, 152 y 153 de 

la Carta.   

34 T-124/2090 Acción de tutela instaurada por Ana Lucía 
Moreno Rivas, en calidad de agente 

oficiosa de Karen Liliana y Anyi Zuleimi 

Rivas Moreno, en contra de la Secretaría de 

Educación Municipal de Santiago de Cali 

Si bien es cierto que la Constitución no 
consagra en los términos literales de la 

petición de las accionantes el deber de las 

alcaldías de garantizar el servicio de 

transporte escolar con acompañamiento de 

personas mayores de edad en situación de 

                                                             
86 Corte Constitucional. Sentencia T – 386 de 2019. M.P. Alberto Rojas Ríos. 
87 Corte Constitucional. Sentencia SU – 146 de 2020. M.P. Diana Fajardo Rivera. 
88 El uso de las fuentes que edifican el bloque de constitucionalidad debe ampararse en una cláusula de revisión 

constitucional. Esta posición fue expuesta por la Corte Constitucional en decisiones iniciales. Ver, entre otras, 

las sentencias C – 578 de 1995. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C – 582 de 1999. M.P. Alejandro Martínez 

Caballero. 
89 Sobre estos convenios la jurisprudencia aclaró, luego de interpretar conjuntamente los artículos 53 y 93 de la 

Constitución, que aquellos convenios de la OIT que reconocieran derechos humanos ingresarían al bloque de 
constitucionalidad en sentido estricto. Con este alcance, la Corte ha valorado, entre otros, los convenios 169 

“sobre pueblos indígenas y tribales” (Sentencia C – 063 de 2010. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto), 87 

“sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación” (Sentencia C – 617 de 2008. M.P. 

Rodrigo Escobar Gil), 98 “sobre el derecho de sindicación y negociación colectiva” (Sentencia C – 349 de 

2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), 138, “sobre la edad mínima” (Sentencia C – 401 de 2005. M.P. Manuel 

José Cepeda Espinosa), 182 “sobre las peores formas de trabajo infantil” (Sentencia C – 401 de 2005. M.P. 

Manuel José Cepeda Espinosa), y 189 “sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos” (Sentencia C – 

871 de 2014. M.P. Maria Victoria Calle Correa).    
90 Corte Constitucional. Sentencia T – 124 de 2020. M.P. Carlos Bernal Pulido.  



Derechos fundamentales invocados: los 

derechos fundamentales a la vida digna, 

salud y a la educación inclusiva” con 

ocasión que consideró vulnerados por la 

decisión de la accionada consistente en no 

prestarles el servicio de transporte con 

acompañamiento desde su residencia hasta 

el programa de educación.  

 
La corte decidió revocar la sentencia y 

amparar mediante derecho de petición la 

decisión para la dignidad humana de las 

menos, además, de asistirla en los 

procedimientos médicos, con ocasión a 

que esta persona se le estaba afectando sus 

derechos fundamentales a la vida digna, ya 

que no se podía desplazar a sus 

tratamientos, que lo hacía a través “jateos 

o arrastres”. 

discapacidad al sistema educativo informal, 

contrario a lo afirmado en la Sentencia T-

124 de 2020, dicha pretensión sí tiene 

sustento constitucional91.  Este se deriva de 

(i) la especial protección constitucional que 

deben recibir las personas en situación de 

discapacidad (Art. 13 C.P./1991); (ii) el 

deber del Estado de garantizar la 

accesibilidad del derecho a la educación, 
bajo criterios de no discriminación que le 

impone la obligación de garantizar el 

derecho especialmente a los grupos más 

vulnerables (Observación General No. 13 

del Comité de Derechos Económicos y 

Sociales); (iii) el amparo reforzado que tiene 

el derecho a la educación de las personas en 

situación de discapacidad (arts. 13, 47, 54 y 

68 C.P./1991); y, (iv) la Convención sobre 

los Derechos de las Personas en Situación de 

Discapacidad en los artículos 9 y 24. 

Fuente: Creación propia. 

 

 

Grafica 1. Pronunciamientos de la Corte Constitucional colombiana respecto a derechos innominados 

entre 2010 a 2020. 

 
Fuente: Creación propia. 

 

 

 

Por otra parte, en materia de tipo de pronunciamiento, se tuvieron los siguientes porcentajes: 

                                                             
91 Es más, debido a la naturaleza misma de las normas constitucionales, amplia e indeterminada, resulta 

irrazonable proponer que la exigibilidad del reconocimiento de la pretensión de las accionantes estuviera 

consagrada en esos “precisos términos” en la Constitución de 1991. Aceptar esta tesis supondría desconocer la 

esencia propia de nuestra Carta Política, y la amplia jurisprudencia de esta Corporación, que ha ordenado la 

satisfacción de las pretensiones de los accionantes, en torno a derechos fundamentales innominados como al 

mínimo vital, al acceso al agua potable para consumo humano, el derecho a morir dignamente, entre otros. 
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Grafica 2. Porcentaje de los pronunciamientos de la Corte Constitucional colombiana entre 2010 a 2020 

según su naturaleza. 

 

 

 
Fuente: Creación propia. 

 
Tabla 7. Resultado final de los fallos aplicados en la investigación. 

 

Tipo de 

pronunciamiento 

Autos Sentencias 

C SU T 

Total 4 14 4 42 

Fuente: Creación propia. 

 

En conjunto con lo anterior, se decidió a su vez, representar de manera gráfica los resultados 

obtenidos a partir de la clasificación y valoración de los fallos emitidos por la Corte 

Constitucional colombiana en los que se reconocen derechos innominados entre los años 

2010 y 2020, así como se puede observar en la siguiente ilustración: 

 
Grafica 3. Pronunciamientos de la Corte Constitucional en donde reconoce derechos innominados entre 

2010 a 2020. 
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Fuente: Creación propia. 

 

En efecto, estas graficas finales permiten demostrar los cumplimientos de los análisis 

desarrollados durante la investigación, puesto que, se puede observar el estudio que ha venido 

implementando la Corte Constitucional colombiana en los fallos proferidos entre los años 

2010 y 2020 frente a los “derechos innominados”. Igualmente, determinar la labor que ha 

venido realizando el mismo, ya que, se puede denotar que los avances no han sido 

significativos en relación al reconocimiento de nuevos derechos, es importante hacer alusión 

a que la Corte se ha encargado de hacer reiteraciones de derechos innominados en la mayoría 

de sus pronunciamientos, pero ello no quiere decir que este Tribunal no se ha interesado por 

estudiar el tema con detenimiento, puesto que si se ha encargado de realizar aportes 

sustanciales y significativos en materia de derechos innominados para dejar precedente 

jurisprudencial para la materialización y reconocimiento de los mismos.  

 

CONCLUSIONES 

 

Después de explorar y presentar los resultados de la presente investigación, se puede concluir 

que en el ejercicio de reconocimiento de derechos innominados la Corte Constitucional 

colombiana entre los años 2010 y 2020, ha reconocido entre otros derechos, los “derechos 

innominados” a: el mínimo vital, el derecho a la filiación, a la seguridad personal, a la 

indexación pensional, derecho a la seguridad social, a la estabilidad laboral reforzada, 
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derecho a la comunicación, derecho a la igualdad material, el derecho de las victimas a ser 

reparadas integralmente, derecho a la consulta previa, derecho al debido proceso y,  el 

derecho a intentarlo. 

 

Respecto a el derecho innominado al mínimo vital, es necesario concluir que, como resultado 

de esta investigación,  este fue reconocido en las sentencias T-007/10, T-160/10, T-988/12, 

T-770/13, T-280/15, T-566/16, T-039/17, T-410/17, T-436/17, T-344/18, T-404/18 y SU-

599/19; Lo que al respecto, la Corte ha precisado que se trata de un derecho ligado 

estrechamente a la dignidad humana, porque “constituye la porción de los ingresos del 

trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades básicas, 

como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos 

domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es 

indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del 

ordenamiento jurídico constitucional”. 

 

Por otra parte, el derecho fundamental innominado a ser intentado, la Corte deja como 

precedente jurisprudencial la Sentencia T-057 de 2015, en la cual nos indica que, este derecho 

consiste en la posibilidad que poseen los pacientes de enfermedades terminales que padecen 

de estado vegetativo persistente, a intentar perseguir la preservación de sus propias vidas 

existiendo la posibilidad de mejoría, esto, con el fin de poder acceder a los fármacos, 

tratamientos y medicamentos autorizados por el sistema de salud, a todas aquella personas 

que se encuentren en fase de experimentación y deseen intentarlo. 

 

En relación al derecho innominado a la seguridad personal, en las sentencias T-124/15, T-

411/18 y T-386/19, las cuales la Corte reconoce este derecho indicando que  a pesar de que 

no está previsto por la Constitución de 1991, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

94, la seguridad personal es un derecho fundamental, habida cuenta de su intrínseca relación 

con la dignidad humana  y con derechos como la vida  y la integridad personal , así como 

con el deber general de protección de las personas y de sus derechos a cargo del Estado.  

 



En referencia al derecho innominado a la indexación pensional, se estableció el 

reconocimiento en las sentencias T-183/12, T-374/12, T-832/13, T-954/13, T-280/15 y T-

114/16, es importante mencionar que la Corte en estos fallos, realizó reiteración del derecho 

haciendo mención a la ratio decidendi de las sentencias SU-120 de 2003  y C-862 de 2006 

que hacen referencia al mantenimiento del poder adquisitivo constante de los recursos 

destinados a pensiones y al reajuste periódico de dichas prestaciones. 

 

Ahora, el derecho innominado a la estabilidad laboral reforzada, se reconoció este derecho 

en las sentencias T-881/12 y T-901/13, donde la jurisprudencia señala que, la estabilidad 

laboral reforzada de las personas con discapacidad o en condición de debilidad manifiesta en 

las distintas opciones productivas o de generación de ingresos, son aquellas que se encuentran 

en condición de vulnerabilidad por razones de salud. Lo que lleva a que se enfrenten a una 

situación de debilidad social que genera deberes derivados del principio de solidaridad, tanto 

para las autoridades como para los particulares. 

 

Asimismo, la Corte reconoció el derecho innominado a la filiación, en las sentencias T-

296/18, SU-599/19 y T-113/19. Reiterando que este derecho se encuentra estrechamente 

ligado con el principio de la dignidad humana, pues todo ser humano tiene derecho a ser 

reconocido como parte de la sociedad y de una familia. En ese orden de ideas, se entiende 

que para tal protección es necesario amparar los derechos a la personalidad jurídica (art 14 

de CP), a tener una familia (arts. 5, 42 y 44 CP), al libre desarrollo de la personalidad (art 16 

CP) y a la dignidad humana (art 1 de la CP). 

 

En cuanto al derecho innominado a la consulta previa, en las sentencias T-969/14, T-739/17 

y SU-123/18, la Corte reconoció el derecho invocado, reiterando la SU-037 de 1997, donde 

indica que éste es un “derecho innominado”, de carácter colectivo, cuyos titulares son las 

comunidades (indígenas, negras, raizales, palenqueras y afrocolombianas) esto, con ocasión 

a que una afectación directa como el impacto positivo o negativo que puede tener una medida 

sobre las condiciones sociales, económicas, ambientales o culturales que constituyen la base 

de la cohesión social de una determinada comunidad.  

 



Derecho innominado a la seguridad social. En las sentencias T-124/15 y T-436/17, para 

efectos del reconocimiento de este derecho, la Corte hace alusión principalmente, a las 

sentencias T-719 de 2003   y T-339 de 2010, por considerar que son las que han precisado 

con mayor detalle el alcance constitucional del mismo como “derecho innominado” y 

autónomo.  

 

Por último, como se pudo observar a lo largo de esta investigación, demuestra que, como 

ejercicio de sus competencias, la Corte Constitucional colombiana mediante sus fallos tiene 

un balance equilibrado respecto del reconocimiento y no reconocimiento de “derechos 

innominados”, así como lo indican las gráficas 1 y 3, donde se puede observar que de las 64 

providencias objeto de estudio, 32 de ellas reconocen derechos innominados y, responden a 

la pregunta de investigativa que corresponde a este artículo.  
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